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Diligencias Previas 4806/2015 


AL JUZGADO DE INSTRUCCIÓN N° 35 DE MADRID 


DOÑA OLGA ROMOJARO CASADO, Procuradora de los Tribunales colegiada n° 1223 
del ICPM y de D. Mario Navarro-Rubio Dña. Mónica Cobián y 

Dña. María del Pilar Rodríguez según consta en autos, actuando bajo la 

dirección letrada de DÑA.^^^^^BCRISTINA^^^^^^^^^^^B con número de 
colegiada del ICAM n°^^B ante este Juzgado comparezco y, como mejor proceda 
en derecho, 


DIGO: 


Que por medio de este escrito y en la representación que ostento, interesa a la 
defensa de esta parte efectuar las siguientes, 


MANIFESTACIONES: 


PRIMERA.- Mediante el presente escrito se efectúa la aportación de hechos 
nuevos, por los que se pone en conocimiento de este Tribunal que ha sido víctima de 
un engaño por parte de los querellantes de tal manera que éste, ha consistido en 
falsificar la prueba documental con la que la querellante simula el supuesto engaño en 
el supuesto delito por el que se abren estas Diligencias. 

Dicha falsificación y falsedad documental, se especifica y acredita 
detalladamente en este mismo escrito a partir de la página 17, que por otra parte, y junto 
a la simulación de delito y la consiguiente estafa procesal, se ha procedido a denunciar 
a través de los cauces procesales y policiales correspondientes, que dos páginas más 
adelante se detallan, los delitos de organización criminal, estafa, estafa procesal de 
varios Juzgados de Primera Instancia, coacciones, amenazas, calumnias e injurias. 
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SEGUNDA.- Esta falsificación deliberada de los querellantes ha logrado viciar la 
naturaleza de este proceso en su esencia desde su mismo inicio, no existe ni tiene por 
tanto subsanación posible, además, y a mayores, de que la propia falsificación descarta 
por si misma el supuesto engaño en el supuesto delito por el que se ha querellado 
falsamente. 

TERCERA.- Por ello, y habida cuenta de los hechos acreditados que se ponen 
en conocimiento de este Tribunal, se solicita respetuosamente con carácter de urgencia, 
dado los enormes perjuicios que está ocasionando la existencia y utilización fraudulenta 
de estas Diligencias por los querellantes, el archivo definitivo y el sobreseimiento libre 
de las presentes actuaciones, entendiendo que no cabe la posibilidad de archivo 
provisional debido precisamente a la circunstancia de la falsificación. 

CUARTA.- Igualmente y debido a los propios requerimientos procesales de los 
hechos acreditados, se interesa para que este Tribunal, no celebre ningún acto procesal 
que avance en la instrucción de las presentes Diligencias salvo los propios de su archivo 
evitando, una vez que este Tribunal ya tiene constancia y conocimiento de estos hechos, 
que se pueda llegar a vulnerar por error, entre otros, el derecho a la tutela judicial 
efectiva del art 24.1 CE. de los aquí falsamente querellados. 


QUINTA.- Como anteriormente se ha descrito en los hechos que en el cuerpo de 
este escrito se detallan se ha procedido a denunciar por los cauces procesales y policiales 
oportunos, la comisión de los siguientes delitos cometidos por la misma organización 
criminal que ha materializado la falsificación y otros dos delitos en concurso ante este 
Tribunal; 

- El delito de organización criminal tipificado en los artículos 570 bis y siguientes del C.P., 
el delito de estafa tipificado en los artículos 248.1 y 250.1.5° del Código Penal, el delito de 
falsedad documental tipificado en los artículos 395, 396 y 390 del C.P., el delito de 
simulación de delito tipificado en el artículo 457 del Código Penal, un segundo delito de 
estafa procesal tipificado en el artículo 250.1.7° del C.P.,eel delito de coacciones 
tipificado en los artículos 172 y siguientes del Código Penal, el delito de amenazas 
tipificado en el artículo 169. 2° del Código Penal, y el delito de descubrimiento v 
revelación de secretos tipificado en los apartados 1 y 7 del artículo 197 del Código Penal. 
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O Gravedad y dimensión judicial de los delitos cometidos por la organización criminal. 


La extensa y prolija actividad de esta organización ha dejado gran cantidad de 
actuaciones judiciales contra ellos en el ultimo año y medio, desde el pasado 24 de abril 
de 2018 hasta la fecha. 

Solamente por uno de los nueve delitos denunciados que comete la organización 
se han realizado actuaciones judiciales hasta en 21 (vientiún) Juzgados de Instrucción de 
Madrid contra miembros de la organización y algunos de sus colaboradores. Tal es así, 
que hay abiertas Diligencias por las estafas procesales en los siguientes 21 (vientiún) 
Juzgados de Instrucción de Madrid (J.I.M.) con sus correspondientes Diligencias Previas 
(DP): J.I.M. n° 50 DP 932/2018; J.I.M. n° 12 DP 989/2018, 1058/2018 y 1028/2018; 
J.I.M. n° 28 DP 944/2018; J.I.M. n° 30 DP 927/2018; J.I.M. n° 2 DP 1010/2018, 
1011/2018 y 1115/2018; J.I.M. n° 40 DP 991/2018; J.I.M. n° 31 DP 982/2018,1039/2018 
y 1118/2018; J.I.M. n° 10 DP 1002/2018 y 1069/2018; J.I.M. n° 37 DP; J.I.M. n° 6 DP 
1157/2018 y 1040/2018; J.I.M. n° 13 DP 1015/2018; J.I.M. n° 16 DP 973/2018; J.I.M. n° 
26 DP 928/2018; J.I.M. n° 19 DP 996/2018; J.I.M. n° 22 DP 966/2018 y 917/2018; J.I.M. 
n° 18 DP 990/2018; J.I.M. n° 24 DP 970/2018; J.I.M. n° 3 DP 1081/2018; J.I.M. n°4 DP 
1077/2018; J.I.M. n° 17 DP; y, J.I.M. n° 21 DP 1292/18. 

Hasta el momento de la tramitación de esta denuncia ante la Comandancia General 
de la Guardia Civil y su posterior traslado a la Unidad Central Operativa de esta misma 
Institución (de la que se aporta copia como documento n° 1), todos estos Juzgados de 
Instrucción de Madrid todavía no han podido relacionar las estafas procesales con la 
actividad de la organización, y de quienes les contratan, porque no han podido tener 
conocimiento, ni de la existencia de la organización criminal, ni de su actividad perpetrando 
los otros ocho delitos, que además se cometen imprescindiblemente en concurso para 
lograr el fraude que buscan. 

Estos Juzgados por razón de los autos, sólo han podido ocuparse de un único delito 
de forma aislada, no han tenido todavía conocimiento ni acceso a las Diligencias de los 
demás Juzgados, ni de la relación entre ellas y la organización, ni tienen conocimiento de 
los hechos y pruebas documentales que se aportan en esta misma denuncia, salvo en el 
Juzgado de Instrucción n° 50 de Madrid, que tras haber tenido acceso a más información 
y documentos que el resto de Juzgados, por la gravedad y dimensión de los hechos esta 
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actualmente, y a la vista de sus providencias, en proceso de activar la reapertura de 
actuaciones contra los aquí querellantes por la comisión de estos delitos. 

Los restantes 20 (veinte) Juzgados de Instrucción de Madrid indicados, se 
encuentran en la misma situación procesal de reapertura debido a que por la urgencia de 
la intensa actividad de la organización, y gravedad de estos hechos, los denunciantes, aquí 
falsamente querellados, a la fecha de la presentación de este escrito ya han puesto en 
conocimiento de estos 21 Juzgados de Instrucción de Madrid el contenido de todos estos 
hechos, documentos y pruebas que se denuncian, a la espera de su posterior instrucción 
judicial y/o la acumulación de autos ante el Juzgado que corresponda y que sea 
competente para conocer de estos delitos. 


II) La Organización Criminal que se persigue 

Un abogado argentino y una abogada española montan un negocio con apariencia 
de plataforma real, para estafar deudas, falsificando un documento con el que engañar a 
los Juzgados, y con el que vender su trampa y truco procesal como servicio a todos los 
morosos que no quieren pagar y quieren escapar de la deuda. A estos abogados se le une 
un equipo comercial de tres personas, que se ocupa de promocionar sus servicios a través 
de internet. 

Consuman así el fraude organizado, engañando y estafando procesalmente a los 
funcionarios de los Juzgados, y la deuda económica a los acreedores, mientras se lucran 
vendiendo su trampa. 


III) Actividad y Organización delictiva según el código penal y el Tribunal Supremo 

La denuncia que investiga la Unidad Central Operativa(UCO) de la Guardia Civil, 
como unidad especializada se presenta fundamentada en los hechos y pruebas que 
constan a lo largo de 1553 páginas, que están en relación causal directa con la actividad 
del delito de organización criminal tipificado en el artículo 570 bis del Código Penal, 
(de la que se aporta copia completa a este escrito para que forme parte de los presentes 
autos) 

. “A los efectos de este Código se entiende por organización criminal la agrupación 

formada por más de dos personas con carácter estable o qot_ tiempo indefinido , gue de 
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manera concertada v coordinada se repartan diverjas tamas o funciones con e[ fin de 
cometerdeiitos .” 

También esta denuncia se fundamenta en los propios criterios que establece el 
Tribunal Supremo para el delito de organización criminal, como en la Sentencia 
808/2005, de 23 de junio, en la que el Tribunal Supremo define ésta como “cualquier 
red estructurada, sea cual fuere la forma de estructuración, que agrupe a una pluralidad 
de personas con una jerarquización y reparto de tareas o funciones entre ellas y que 
posea una vocación de permanencia en el tiempo". 

Así continuando con los criterios tanto del Tribunal Supremo, como del Código 
Penal y la propia Fiscalía General del Estado, en los que establecen los elementos que 
la caracterizan como organización criminal, se acreditan éstos con las pruebas y 
documentos que acompañan a la denuncia que investiga la UCO a partir de la página 
57 de la misma respecto a su; Agrupación subjetiva : la organización criminal está 
formada por más de dos personas, y existe entre ellos una jerarquía, su Permanencia : 
tiene carácter estable, operando desde 2015 y por tanto de forma duradera y no 
puramente transitoria, su Estructura : sus miembros se reparten diversas tareas y 
funciones de manera concertada y coordinada y, su Finalidad criminal: porque tiene 
como fin la estafa de la deuda de los morosos haciendo uso de la falsificación. 


IV) Relación causal de los delitos, con los autores y colaboradores 

DENUNCIADOS 


Así es como la organización hace la falsificación y la introduce en este mismo 
Juzgado a través de sus procuradores colaboradores simulando un delito imposible, 
mientras el equipo comercial promociona y capta clientes morosos desde una plataforma 
ficticia a la que pagan para hacer uso de esa falsificación en cada uno de los Juzgados 
donde están demandados, y consiguen escapar de la deuda con prejudicialidades penales 
falsas. 


El concurso de los delitos y sus autores someramente resulta de la siguiente 
manera: la organización criminal (1er delito 570 bis CP) organiza y lleva a cabo un fraude 
para estafar (2 o delito 248.1 CP) el pago de la deuda a los aquí denunciantes haciendo 
una falsificación (3 o delito 395 CP) engañando a un Juzgado de Instrucción (4 o delito 
250.1.7 CP) simulando un delito (5 o delito 457 CP) con la falsificación, para poder hacer 
uso de esta falsificación en una falsa prejudicialidad penal que les permita escapar del 
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pago de la deuda en lo que seria el objetivo final del fraude engañando a cada Juzgado de 
Primera Instancia (hasta 31 veces) donde el moroso ha sido demandado para escapar del 
pago de la deuda (6 o delito. 250.1.7CP). 

A estos seis delitos denunciados ante la UCO y los correspondientes Juzgados de 
Instrucción, a lo largo de trescientas páginas y sus más de mil páginas de documentos de 
prueba, se les suma los delitos de coacciones(7° delito 172 CP), amenazas(8° delito 169.2 
CP), y los de calumnias e injurias (9 o delito 205, 208 CP) que por tratarse de un delito 
especial del Código Penal no se incluye en la denuncia y se denuncia mediante querella 
conjunta contra todos sus autores por ser todas idénticas, tener el mismo fin, referirse a lo 
mismo, la misma motivación, y estar relacionadas con la consecución del fraude. 

Los morosos que contratan a la organización hacen uso de la falsificación (10° 
delito. 396 CP) acoplándose y adhiriéndose a la única querella de la falsificación con la que 
finalmente, y gracias a esa falsificación, bloquean el pago de la deuda con las 
prejudicialidades, siendo conocedores del contenido original sin falsificar de la claúsula del 
contrato de arbitraje, que incluso han llegado a firmar de su puño y letra. 

En el epicentro está la falsificación que es necesaria para montar el negocio y 
engañar a este Juzgado simulando un delito con el que bloquear la deuda, mientras el 
equipo comercial capta clientes con calumnias e injurias entre los morosos ofuscados 
para no pagar. 

El concurso de delitos por la actividad que se denuncia se consuma en 
concurrencia de varios tipos penales sin que ninguno excluya a otro, y en relación 
causal directa entre ellos, con diferentes normas penales violadas y diversidad de 
bienes jurídicos lesionados, resultado de más de una conducta criminal, con una o varias 
acciones que infringen varias normas penales, y varias veces la misma norma penal. 


V) Daños causados por la organización y sus colaboradores 

Los daños por la actividad delictiva de esta organización, como se puede 
comprobar a lo largo de la denuncia y de las pruebas que la acompaña, ha provocado, 
con graves consecuencias, la ruina financiera por la estafa continuada cometida contra 
las organizaciones de los denunciantes y contra ellos mismos. Un irreparable y total 
deterioro de la imagen pública de los denunciantes, como se puede apreciar en las más 
de ochocientas páginas de actas notariales con la actividad comercial de la organización 
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y sus colaboradores en internet, además de los evidentes daños morales, incluso por 
las coacciones y amenazas que también se denuncian a partir de la página 243 de la 
denuncia ante la Comandancia General de la Guardia Civil. 


VI) Dimensión y extensión de la organización criminal . 

Una red que ha ido creciendo hasta los casi 300 miembros y cooperadores en 
todo el territorio español, fundamentalmente en Madrid, Barcelona, Valencia y Alicante, 
en lo que por numero de encausados y Juzgados relacionados, probablemente sea la 
mayor causa penal de la historia reciente de España con 310 denunciados, 32 Juzgados 
engañados, y en la que directa o indirectamente han intervenido entre Primera Instancia 
e Instrucción hasta 133 Juzgados. Tal es la dimensión de la organización y sus 
colaboradores que supera en número de incriminados a todos los casos conocidos y 
notorios como lo son: Malaya (100), Nécora (45), Forum filatélico (32), Tarjetas Black 
(64) o Colza (41), entre otros muchos. 


El negocio y la actividad prolija de la organización ha generado gran cantidad de 
documentación tanto judicial como de los medios probatorios que se aportan, resultando 
una denuncia extensa en contenido, a pesar de concentrar sólo los hechos y pruebas 
más relevantes. La denuncia viene precedida de los antecedentes de hecho, que si bien 
no son los propios hechos denunciados, que comienza en la página 57 de la citada 
denuncia, son del todo necesarios para entender de donde surge el negocio fraudulento 
de la organización, y sobre todo esclarecer y evitar la posible confusión de conceptos y 
hechos. 

Se ha interesado especialmente para que esta unidad de la Guardia Civil, y/o los 
Juzgados ante los que se han aportado los nuevos hechos para que adopten las 
medidas necesarias para asegurar la presencia de los miembros del núcleo de la 
organización criminal que se denuncia; sus dos directores José Manuel Ghezzi 
Calcagno y M a de los Desaparados Pía Carretero, sus dos procuradores colaboradores 
Daniel Otones Puente y M a José Barabino Ballesteros, y sus tres miembros del equipo 
comercial: Luis Vilar Garrote, Elena Rodríguez Martínez y Elias Vidal Escrivá, cuyos 
respectivos domicilios constan a continuación en esta misma denuncia. 
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Estos denunciados fácilmente pueden tener acceso de antemano a los 
contenidos de la denuncia con los delitos y pruebas por los que se destapa, y se 
persigue en esta denuncia a la organización, ya que son profesionales del derecho 
ejercientes en los Juzgados de Madrid y, vista la cantidad de diligencias en las que 
intervienen, resulta más que probable que puedan acceder con antelación y estar 
sobreaviso de los delitos y las pruebas, más que indiciarias, que les incrimina y en las 
que se destapa la actividad de su organización. 

Hechos que, junto con las pruebas, documentos, y lo elevado de las penas 
aparejadas, son suficientes para poder valorar razonablemente, que existe un elevado 
riesgo de fuga y de ocultación, alteración y destrucción de pruebas que pueden 
obstaculizar la instrucción. No obstante, todas estas circunstancias específicamente se 
detallan y acreditan a partir de la página 290 de esta misma denuncia en las medidas 
cautelares que se solicitan. 

También respetuosamente, se ha llamado la atención de esta Unidad y de los 
Juzgados correspondientes, sobre los indicios de fuga de estos denunciados en el caso 
de que, conocida ésta denuncia, se desentiendan para proporcionarles sus documentos 
y atender o responder para ejercer su defensa a todos los clientes/colaboradores (más 
de 200), que han sido denunciados junto a ellos, y que probablemente desconociendo 
los riesgos penales de sus acciones encuentren el silencio de la organización y de la 
falsa plataforma, entendiéndolo como indicio razonable de su intencionalidad para eludir 
la instrucción, dejando a estos últimos como únicas personas para responder de los 
delitos que se denuncian. 


SEXTA.- De los hechos que se han denunciado relativos al delito de estafa: 

La estafa por la que se denuncia a la organización criminal, sus cooperadores y 
sus coautores, ha consistido en engañar al Juzgado de Instrucción n° 35 de Madrid para 
que realice un acto de disposición que utilizan con el objetivo final de lucrarse impidiendo 
el pago dinerario de la deuda que tienen los coautores morosos en perjuicio de los aquí 
denunciantes y acreedores. 
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El fin explica los medios utilizados en la estafa que se denuncia consistente en 
conseguir la admisión a trámite de una falsa querella que sirve a los denunciados para 
poder interponer prejudicialidades penales que utilizan en cada uno de los Juzgados de 
Primera Instancia en los que tienen ocasión para interrumpir el cobro de la deuda. 

Con este engaño al Tribunal, y al conseguir impedir el cobro, el deudor se 
enriquece eludiendo el pago dinerario en perjuicio del patrimonio económico de los aquí 
denunciantes y acreedores, y la organización recibe ingresos por gestionar este engaño. 

De esta manera la estafa se consigue materializar a través de la primera querella 
presentada por la Sra. Ponce Benet mediante la que engañan al Tribunal para que 
proceda a la apertura de Diligencias Previas y a la admisión a trámite de la querella 
falsa, que se fundamenta en la falsedad documental de la única prueba que consiste en 
una fotocopia manipulada de la cláusula de un contrato, alterando su contenido 
sustancialmente para aparentar el engaño a los morosos y simular el falso delito de 
estafa con el que engañar al Juzgado de Instrucción n° 35 de Madrid, provocando que 
éste realice un acto de disposición erróneo dictando la admisión a trámite y la apertura 
de Diligencias Previas, por un delito que no se ha cometido. 

La captación de cooperadores con la organización criminal, y a su vez 
necesarios coautores del delito de estafa, se instrumentaliza a través de la organización 
criminal ya denunciada y probada, oculta detrás de una plataforma inexistente pero con 
apariencia de entidad real, (ni dirección, ni órganos, ni miembros, ni domicilio fiscal, ni 
registro administrativo, etc...), mediante el empleo de publicidad falsa dándole 
apariencia de veracidad (delito ya acreditado en los hechos descritos y en las pruebas 
aportadas en esta misma denuncia) utilizando para ello blogs de internet, la red social 
Facebook y artículos de prensa con la cooperación de los periodistas Don Alvaro Rigal 
y Don David Placer, el empleo de calumnias, injurias y difamaciones para menoscabar 
el crédito, el honor y la imagen de los aquí denunciantes y acreedores, haciéndolos 
pasar por estafadores, como se puede comprobar en la excelsa cantidad de 
comentarios públicos recogidos en las actas notariales ya aportadas, negando la 
existencia de los trabajos realizados y la existencia de la deuda con la promesa de que 
contratando sus servicios pueden impedir que los acreedores puedan cobrar la deuda, 
compeliendo públicamente en multitud de ocasiones por escrito a los deudores para que 
abierta y directamente no paguen la deuda, y compeliendo con insultos, calumnias y 
amenazas, incluso físicas, y con la falsa querella como elemento de presión y disuasión 
para que los acreedores renuncien a cobrar y a su derecho de cobro. 


9 



La organización y sus cooperadores utilizan la falsa querella admitida a trámite 
como reclamo para captar más deudores, que da apariencia de veracidad a los servicios 
que venden y prometen, y por los que la organización y sus cooperadores se lucran. 

Este mismo engaño introducido con la prueba falsa manipulada en la querella 
inicial presentada por la Sra. Ponce Benet, sirve para que todas las demás adhesiones 
lo tomen como propio, en la posición de supuestas víctimas de los mismos hechos, y 
con la misma prueba para que la adhesión a la querella en todo caso se pueda producir 
y no se desestime por no tener en común el mismo delito. De esta forma, la organización 
consigue incorporar adhesiones a la misma querella por un falso delito denunciado y 
aumentar la estafa que aquí se denuncia de forma continuada hasta en (200) doscientas 
ocasiones, de las que se tenga conocimiento hasta este momento. 

Para un mejor esclarecimiento de los hechos y de la comisión del delito tipificado 
que se denuncia, se acreditan a continuación los elementos del delito y su relación 
causal siguiendo los criterios del Tribunal Supremo respecto al tipo delictivo de estafa 
que aquí se denuncia, y, a la descripción de los hechos y las pruebas que los sustentan: 

I o Del engaño previo y bastante en el delito de estafa que se denuncia. 

2 o Del error producido por los engaños de los denunciados en la estafa. 

3 o Del erróneo acto de disposición del sujeto pasivo realizado en perjuicio de los 

ESTAFADOS Y EN BENEFICIO DE LOS DENUNCIADOS. 

4 o DEL DOLO Y EL ÁNIMO DE LUCRO EN LA CONDUCTA ENGAÑOSA DE LOS DENUNCIADOS. 

5 o De la relación causal del perjuicio que se materializa por las acciones 

ENGAÑOSAS DE LOS DENUNCIADOS, EN EL RIESGO ILÍCITO SUFRIDO CONTRA EL PATRIMONIO 
DE LOS DENUNCIANTES. 


I o DEL ENGAÑO PREVIO Y BASTANTE EN EL DELITO DE ESTAFA QUE SE DENUNCIA. 

El engaño consistente en confundir al Juzgado de Instrucción n° 35 de Madrid 
haciéndole creer con falsedad documental, y manipulando el contenido de la única 
prueba efectiva presentada, que existe un delito de estafa cometido por los aquí 
denunciantes, para que erróneamente este Juzgado, en un acto de disposición, dicte el 
Auto de admisión a trámite y apertura de Diligencias Previas en perjuicio de los aquí 
denunciantes, que la organización criminal utiliza para impedir que los Juzgados de 
Primera Instancia puedan seguir conociendo de la deuda, y los denunciantes cobrar. 
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Este engaño es bastante, y confunde lo suficiente como para provocar error en 
el Juzgado, y se realiza indefectiblemente con carácter previo, puesto que la confusión 
y el error se logran a partir del propio engaño como origen en una relación causal directa 
que desemboca en el error. 

Es fácilmente verificable en los autos, que la querella se elabora y presenta por 
escrito previamente a que se produzca la confusión que pretende, y sea dictado por 
confusión el Auto en el que se materializa el error. No es por tanto, un engaño que se 
pueda producir con posterioridad al erróneo acto de disposición con el que se dicta el 
Auto, hechos que se pueden comprobar verificando las fechas de los distintos 
documentos y actuaciones que constan en los autos n° 4806/2015 del Juzgado de 
Instrucción n° 35 de Madrid. 

Modificar a mano sustancialmente el contenido de la cláusula, alterando su 
esencia en una fotocopia para dar un sentido diferente y opuesto, transcribirla 
deliberadamente cercenada y sesgada en la falsa querella, aparentando engaño como 
elemento determinante del falso delito que denuncian, ha resultado suficiente y bastante 
engaño para que provoque de hecho, que el Tribunal realice el acto de disposición de 
dictar por error el Auto de admisión y apertura de Diligencias Previas que consta en los 
autos ya referenciados. 

Como señala la Sentencia del Tribunal Supremo 1001/2012; “Finalmente, para 
conmensurar la eficacia del engaño hemos de partir de una regla, que sólo 
excepcionalmente puede quebrar. Esta regla podemos enunciarla del siguiente modo: 
"el engaño ha de entenderse bastante cuando haya producido sus efectos 
defraudadores". Sería difícil considerar que el engaño no es bastante cuando ha sido 
efectivo y se ha consumado la estafa”. 

Y en el mismo sentido concluyen las SS7S 162/2012, de 15 de marzo y 
590/2012, de 5 de julio, “el engaño típico en el delito de estafa es aquél que genera un 
riesgo jurídicamente desaprobado para el bien jurídico tutelado y concretamente el 
idóneo o adecuado para provocar el error determinante de la injusta disminución del 
patrimonio ajeno. La doctrina de la Sala considera como engaño «bastante» a los 
efectos de estimar concurrente el elemento esencial de la estafa, aquél que es suficiente 
y proporcional para la efectiva consumación del fin propuesto, debiendo tener la 
suficiente entidad para que en la convivencia social actúe como estímulo eficaz del 
traspaso patrimonial, valorándose dicha idoneidad tanto atendiendo a módulos objetivos 
como en función de las condiciones personales del sujeto engañado y de las demás 
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circunstancias concurrentes en el caso concreto”. (SSTS 1855/2001, de 19 de octubre, 
1/2007, de 2 de enero, 63/2007, de 30 de enero, 454/2007, de 22 de mayo, 712/2007, 
de 13 de julio, 714/2010, de 20 de julio, 278/2010, de 15 de marzo, 452/2011, de 31 de 
mayo,495/2011, de 1 de junio y 814/2012, de 30 de octubre). 


2 o DEL ERROR PRODUCIDO POR LOS ENGAÑOS DE LOS DENUNCIADOS EN LA ESTAFA. 

Como se puede comprobar en la falsa querella presentada por la Sra. Ponce 
Benet y que se aporta como prueba documental n° 20, el engaño dirigido al Tribunal 
simulando la comisión de un delito utilizando para ello falsedad documental, ha 
desencadenado en el Tribunal, como sujeto pasivo, el error de dictar Auto causando 
perjuicio ajeno en esta estafa a los aquí denunciantes, y su concurso de delitos para 
cometerla en este caso tal y como reza el artículo 248 C.P. “1 . Cometen estafa los 
que . con ánimo de lucro , utilizaren engaño bastante gara producir error ñü QÍL 
induciéndolo a realizar un acto de disposición en perjuicio propio o ajeno . ” 

Los engaños llevan a provocar el error en un tercero, en este caso al Juzgado 
de Instrucción n° 35 de Madrid, presentando la falsa querella con falsedad documental, 
simulando la existencia de delito, y provocando en el Juzgado el error de dictar el Auto 
de la admisión a trámite. Falsa querella a la que añadir todas las posteriores adhesiones 
perfeccionando también así la estafa continuada para evitar el pago y por lo tanto en 
perjuicio ajeno tal y como reza el artículo C.P. 248.1, y en concurso con el resto de 
delitos que se denuncian. 

El engaño se materializa con la presentación de la querella simulando la 
comisión de un delito con la prueba manipulada previamente y en su elaboración, y el 
error se materializa en la admisión a trámite debida al error provocado en el Tribunal 
con la presentación de la falsa querella, su prueba manipulada, y la posterior ratificación 
personal de cada uno de los querellantes, si bien, además, y a mayores, los querellantes 
persisten una vez más a través de sus declaraciones en sede judicial, puesto que no 
solo no se retractan sino que mantienen la querella y sus adhesiones, que hasta el 
momento y que tenga conocimiento esta parte no se han retractado todavía. 

Un segundo y posterior engaño, se realiza para asegurar todavía más la estafa 
que defrauda el cobro de la deuda presentando escritos de prejudicialidad penal en 31 
ocasiones fundamentadas en el mismo Auto, y el mismo engaño. 
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3 o Del erróneo acto de disposición del sujeto pasivo realizado en perjuicio de los 

ESTAFADOS Y EN BENEFICIO DE LOS DENUNCIADOS. 

El Auto de admisión a trámite desencadena el resultado perseguido por la 
organización criminal y sus colaboradores mediante el cual, utilizando el Auto y al 
haberse abierto Diligencias Previas, pueden interponer prejudicialidades penales en 
cada Juzgado en el que se esté ventilando la deuda, bloqueándolo e impidiendo el cobro 
de la deuda a los acreedores. 

El error que provocan en el Tribunal se realiza en perjuicio ajeno de tal forma 
que, esta maniobra encaminada a impedir el cobro de la deuda logra de forma efectiva 
que el deudor y falso querellante obtenga de forma ilícita un Auto que le permite paralizar 
los procedimientos civiles de jura de cuentas donde se ventila la deuda, utilizando para 
ello prejudicialidades penales que se fundamentan en esta querella admitida a trámite. 

El perjuicio patrimonial se produce en tanto que en lugar de hacer efectivo el 
pago de la deuda a los acreedores y que por tanto pase a formar parte de su patrimonio, 
mediante sus conductas los denunciados realizan actos para evitarlo y que permanezca 
dentro del suyo. 

El pago dinerario que debería haberse efectuado, no se efectúa debido al error 
inducido al Juzgado de Instrucción n° 35 de Madrid por las conductas y actos de los 
denunciados, produciendo un empobrecimiento de los acreedores y aquí denunciantes 
y un enriquecimiento de los deudores y aquí denunciados. 

El enriquecimiento injusto, ilegítimo e indebido se realiza en detrimento del 
patrimonio dinerario de los denunciantes en cuanto los denunciados eluden el pago de 
la deuda y mantienen dentro de su patrimonio el dinero adeudado por la minuta, 
ahorrándose la obligación de pagarlo. 

El Alto Tribunal mantiene esta posición tradicional en la STS 132/2007, de 16 de 
febrero, que entiende que “siempre que mediante engaño se produzca la disminución 
patrimonial con ánimo de enriquecimiento injusto habrá estafa”. 
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4 o Del dolo y el ánimo de lucro en la conducta engañosa de los denunciados. 

Los hechos, la propia conducta de los denunciados y las propias adhesiones a 
la querella inicial prueban que tanto la organización como sus cooperadores y coautores 
conocían y esperaban el resultado de su engaño para obtener el Auto que utilizan en 
las prejudicialidades obteniendo así el lucro de evitar el pago dinerario de la deuda, 
puesto que además, es otro hecho destacable, que todos los que han contratado los 
servicios de la organización, los contratan para presentar la prejudicialidad penal en los 
Juzgados de Primera Instancia y así bloquear el pago de la deuda o en previsión de ello. 

Los autores de este delito son perfectamente conocedores de que están 
presentando una realidad distorsionada, simulando un delito, ocultándole al Tribunal el 
contenido real de la cláusula del contrato. Es un hecho ineludible que conocen 
perfectamente el contenido de los contratos de arbitraje que han firmado, y del que 
disponen además de su propia copia, por lo que son plenamente conocedores de que 
la realidad es que no están excluidos de pagar los honorarios de abogado y procurador 
en la ejecución de su laudo, aunque si tienen garantizado por ese mismo contrato que 
tienen incluidos todos los gastos del propio procedimiento arbitral. 

Los denunciados mismos manifiestan que quieren la utilización de esos medios 
engañosos (manipulación de la prueba, transcripción cercenada, acusaciones en la 
redacción de la propia querella, y presentación y ratificación de la querella y sus 
adhesiones) que manipulan “ex profeso” para la ocasión, ofreciendo una realidad 
distorsionada y demostrando que conocían lo que estaban haciendo, en espera del 
probable resultado de obtener el error del Tribunal, como se puede comprobar de su 
utilización real y efectiva, como también así lo señala el Alto Tribunal. En este sentido, 
a continuación se transcribe una breve muestra de declaraciones públicas hechas por 
los miembros de la organización y que constan en el bloque documental n° 8 del acta 
notarial del grupo público de Facebook ya aportado: 


- “tan sólo podremos defender a la gente que se nos sume” 

- “nosotros nunca podremos defender los casos de aquellas personas que no 
estén bajo nuestra protección.” 

O para que esclarezca más todavía el hecho doloso, 
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- “Los que estamos adheridos a la denuncia colectiva estamos protegidos, el resto 
andaros con ojo porque en cualquier momento os puede llegarla demanda”. 


El Alto Tribunal recuerda que el delito de estafa requiere la existencia de un 
engaño por parte del sujeto activo que provoque en otro un error que le induzca a 
realizar un acto de disposición que produzca un perjuicio, propio o ajeno. Y, en el tipo 
subjetivo, el propio Tribunal Supremo señala que requiere la concurrencia de 
dolo, aunque basta que se trate de dolo eventual. Así, declara que “en el ámbito del 
elemento cognoscitivo, el autor debe conocer que ofrece o presenta a un tercero una 
realidad distorsionada; que con ello, en un grado de alta probabilidad, le impulsa a 
realizar un acto de disposición que no realizaría de conocer la distorsión; y que con ese 
acto de disposición se causa un perjuicio a sí mismo o a un tercero. Desde la perspectiva 
del elemento volitivo del dolo, el sujeto ha de querer la utilización de esos elementos 
engañosos cuya existencia conoce, aceptando, al menos, el probable resultado, lo 
que generalmente se pone de relieve mediante la comprobación de su utilización real y 
efectiva." 


5 o De la relación causal del perjuicio que se materializa por las acciones 

ENGAÑOSAS DE LOS DENUNCIADOS, EN EL RIESGO ILÍCITO SUFRIDO CONTRA EL PATRIMONIO 
DE LAS VICTIMAS. 


La conducta y las acciones engañosas de la organización, sus cooperadores, y los 
coautores de los delitos derivan en el perjuicio materializado de estafar el importe de la 
deuda a los aquí denunciantes, en una relación directa causa-efecto, de tal manera, que 
sin falsear la prueba y sin simular el delito no existiría posibilidad siquiera de delito 
alguno, ni querella que admitir a trámite, ni adhesiones a la misma, ni Auto de admisión 
y apertura de Diligencia Previas con el que paralizar el cobro de la deuda en los 
Juzgados de Primera Instancia. En definitiva, una o varias acciones engañosas que 
además necesitan del concurso de otros delitos para lograrse el perjuicio en detrimento 
del patrimonio de los denunciantes, de forma ilícita como se ha ido acreditando a lo largo 
de la presente denuncia. 

La ilícita minoración económica sufrida contra el patrimonio de los ofendidos y aquí 
denunciantes, se materializa tanto con el Auto de admisión del Juzgado de Instrucción 
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n° 35 de Madrid, como con las distintas prejudicialidades interpuestas, tal y como se ha 
ido acreditando a través de las distintas documentales aportadas en esta denuncia. 

Ambas tienen origen y son consecuencia de las acciones engañosas de los aquí 
denunciados, consiguiendo así de forma efectiva el acto de disposición de los Tribunales 
como elemento esencial de la estafa que está constituido por un acto de disposición que 
realiza el engañado - sujeto pasivo de la acción (Tribunales) - bajo la influencia del 
engaño que mueve su voluntad contra el sujeto pasivo del delito (denunciantes) . 

Así las SSTS 577/2002, de 8 de marzo, 267/2003, de 24 de febrero y 1485/2004, 
de 15 de diciembre establecen que: “El perjuicio que tal acto de disposición provoca 
puede recaer en el propio disponente (sujeto pasivo de la acción y del delito) o en un 
tercero (sujeto pasivo del delito). ” 


DE LOS HECHOS RELATIVOS AL CONCURSO DE DELITOS NECESARIO PARA 
COMETER EL DELITO DE ESTAFA 


I o - El delito de estafa que se denuncia necesita la concurrencia necesaria de la 
comisión de otros delitos para hacerla efectiva. De esta manera, para lograr la estafa, 
necesariamente primero los denunciados, tienen que presentar la querella cometiendo 
la falsedad documental que simula delito, para lograr que sea admitida, cometiendo 
estafa procesal, y permitirles conseguir el objetivo de estafar el importe de la deuda 
utilizando las prejudicialidades fundamentadas en esa misma estafa procesal, y que ya 
constan en lo autos de distintos Juzgados de Instrucción de Madrid. 


2 o - La falsedad documental que a continuación se denuncia y que simula el delito 
de estafa aparentando engaño, tiene como objeto la estafa procesal del Tribunal, 
provocando en el mismo el error de incoar Diligencias Previas contra los aquí 
denunciantes, y utilizar como instrumento de prejudicialidad penal estas mismas 
Diligencias en las juras de cuentas. 
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SÉPTIMA.- De los hechos denunciados relativos al delito de falsedad documental ante 


éste mismo Juzgado: 


-PRIMERO, La falsedad documental y las narraciones falsarias : La 
falsedad documental tipificada en el art 390.1 CP por la que se denuncia a Ghezzi 
Calcagno, M a Ángeles Ponce Benet, y Barabino como autores y sujetos activos del 
delito, consistente en la alteración manual de la fotocopia del original de un documento 
privado, que utilizan como principal y único medio probatorio, en la redacción de una 
querella mediante la supresión de un elemento esencial de su contenido que convierte 
a su cliente Ponce Benet en estafada en lugar de deudora. Suficiente junto a las 29 
narraciones falsarias y repetitivas que acompañan a la prueba manipulada, para crear 
la pretendida apariencia falsa de un supuesto delito de estafa, que introducen en el 
tráfico jurídico, induciendo de forma efectiva al suficiente error en el Tribunal, como para 
admitir a trámite e incoar Diligencias Previas para investigarlo. 

Igualmente se denuncia por hacer uso de esta falsedad a tenor del artículo 396 
C.P, a los 210 adheridos a la querella, a sus abogados, sus procuradores, y a los 
miembros de la organización y sus cooperadores como autores intelectuales, y por 
servirse de ella en su actividad fraudulenta organizando la estafa de los importes de las 
minutas a los aquí denunciantes, lucrándose con ello y utilizando la falsedad que se 
denuncia para calumniar, injuriar y difamar, al hacerse publicidad para captar más 
morosos colaboradores, y definitivamente, coaccionar para impedir el cobro legítimo, la 
continuidad procesal de la reclamación civil de la deuda y, las reclamaciones 
extraprocesales previas. 


- SEGUNDO, tipificación penal: Este delito de falsedad documental que se denuncia 
se encuentra tipificado en los artículos 390, 395 y 396 de nuestro Código Penal: 

Artículo 390: “1. Será castigado con las penas de prisión de tres a seis años, multa de 
seis a veinticuatro meses e inhabilitación especial por tiempo de dos a seis años, la 
autoridad o funcionario público que, en el ejercicio de sus funciones, cometa falsedad : 

1,° Alterando un documento en alguno, de sus elementos o requisitos de carácter 
esencial- 
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2° Simulando un documento en todo o en parte, de manera que induzca a error 
sobre su autenticidad. 

3° Suponiendo en un acto la intervención de personas que no la han tenido, o 
atribuyendo a las que han intervenido en él declaraciones o manifestaciones 
diferentes de las que hubieran hecho. (...)”. 

Artículo 395: “El que, para perjudicar a otro, cometiere en documento privado alguna de 
las falsedades previstas en los tres primeros números del apartado 1 del artículo 390, 
será castigado con la pena de prisión de seis meses a dos años.” 

Artículo 396: “El que, a sabiendas de su falsedad, presentare en juicio o, para perjudicar 
a otro, hiciere uso de un documento Mso de los comprendidos en el artículo anterior, 
incurrirá en la pena inferior en grado a la señalada a los falsificadores. ” 


-TERCERO, Introducción de elementos mendaces en el medio jurídico: A 
este respecto, y según sus mismos criterios, el Tribunal Supremo entiende que en el 
delito de falsedad documental: “el elemento subjetivo del injusto se caracteriza por el 
propósito de introducir elementos mendaces que puedan producir efectos en el tráfico 
jurídico, induciendo a error a aquéllos a los que la manipulación documental va 
destinada y a la vez, atacando la confianza que la sociedad tiene depositada en el valor 
de los documentos, se logren o no los fines perseguidos” ( STS 3-3-2003 ). 


Señalando más adelante que el Pleno de la Sala Segunda, celebrado el 26-2- 
1999, acordó que "la confección completa de un documento mendaz que induzca a error 
sobre su autenticidad e incorpore toda una secuencia simulada e inveraz de 
afirmaciones con trascendencia jurídica, a modo de completa simulación del documento, 
que no tiene ni puede tener sustrato alguno en realidad, elaborado con dolo falsario, 
debe ser considerada la falsedad que se disciplina en el art. 390.1.2 CP de 1995.” 


-CUARTO, Manipulación del documento utilizado como prueba: El 
documento manipulado y utilizado como prueba, es una fotocopia del contrato suscrito 
con los servicios de arbitraje, y el contenido suprimido y alterado forma parte de la 
segunda parte de la cláusula “q”, que indica precisamente la obligación de pago de la 
deuda que Ponce Benet tiene, y los denunciados quieren eludir mediante estafa. 
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-QUINTO, La fotocopia como documento probatorio: A los efectos de esta 
denuncia, y en cuanto a la consideración de la fotocopia manipulada como documento 
introducido por José Manuel Ghezzi, Ponce Benet y Barabino, en el tráfico jurídico, 
establece precisamente el art. 26 C.P. lo siguiente; “A los efectos de este Código se 
considera documento todo soporte material que exprese o incorpore datos, hechos o 
narraciones con eficacia probatoria o cualquier otro tipo de relevancia jurídica. ” 


-SEXTO, Inexistencia de posible error mecánico: La alteración de la fotocopia 
no se ha debido a un error mecánico de la máquina al reproducir y obtener la imagen 
del original, (raya, vacío de tinta, mancha, etc...). Tampoco se trata de fotocopias 
alimentadas automáticamente por la máquina, sino de fotocopias hechas 
individualmente, alimentando la máquina manualmente con cada página del original a 
reproducir por la persona que las realiza. 


-SÉPTIMO, Acción imputable al sujeto activo: Esta acción sólo es imputable 
a la persona que hubiese realizado las copias, pues se puede observar que la fotocopia 
se ha realizado manualmente dejando a lo largo de ese documento el margen derecho 
oscuro, ocultando esa parte de contenido del texto, resultado y consecuencia de no 
apoyar esa parte del documento en el cristal de la fotocopiadora para que pudiera 
reproducir adecuadamente una copia fiel, como razonablemente cabría esperar por su 
relevancia, si, como es el caso, se está obteniendo copia de la principal y única prueba 
en la que fundamentan los denunciados y la organización su querella y todos los 
adheridos su adhesión. 


-OCTAVO, Apariencia falsa de reproducción fiel al original: La fotocopia 
manipulada manualmente se aportó por los denunciados como si fuera copia fiel del 
original, aparentando que era una reproducción integra de todos los elementos del 
documento original, abusando de la percepción de que la característica fundamental y 
propia de una fotocopia es la de constituir la reproducción fotográfica de un documento 
original. 
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-NOVENO, Incorporación de la falsificación al tráfico jurídico: Esta 
fotocopia manipulada, se aporta, y se incorpora a la querella y al tráfico jurídico por 
Ghezzi, Ponce Benet y Barabino como el principal, y único medio probatorio, que 
fundamenta y sustenta las 29 narraciones falsarias de engaño en el falso delito de estafa 
por el que se querellan y logran estafar procesalmente al Juzgado de Instrucción n° 35 
de Madrid. 

Así mismo, es introducida en el tráfico jurídico haciendo uso de ella para lograr 
la admisión a trámite de las adhesiones por los 210 adheridos, sus abogados y sus 
procuradores. Esta incorporación al tráfico jurídico está dirigida por los miembros de la 
organización como uno de los elementos necesarios y fundamentales que les permite 
la estafa del importe de las minutas. 


-DÉCIMO, La falsedad mediante alteración por supresión del contenido 
del documento'. La percepción falsaria de que el deudor, en este caso la Sra. Ponce 
Benet, no tiene que pagar, y que por tanto la provisión de fondos la ha pagado 
engañada, y la reclamación de honorarios es una extorsión, según palabras de los 
propios Ghezzi y Ponce Benet en la página 9 de la falsa querella, cambia radicalmente 
a lo opuesto y cierto, cuando se accede al contenido real e íntegro de la cláusula, que 
aclara y precisa de forma explícita e inequívoca, que la institución arbitral sólo sufraga 
esos costes de ejecución si se le solicita previamente a iniciar el arbitraje, y que esta 
petición se debe realizar en el impreso de reclamación o solicitud de arbitraje, resultando 
por tanto, que si no lo solicita, como así ha ocurrido, la institución no sufraga esos costes 
en ningún caso, tal y como se estipula en el contrato de arbitraje suscrito, firmado, y 
aceptado por las partes. 


Imágen de la fotocopia manipulada y aportada como única prueba. 

«BUWIWS a .a notificación de la sentencia arbitral o laudo, cualquiera de las pa 
cLnL°nfa S M 0 a fb " ,a '’ con notificación a la otra parle, solicitar al árbitro la corrección de cual 
complemento del laudo respecto de peticiones formuladas y no resuellas 

parle COndanada no c,,m P'iera el laudo voluntariamente, se procederá a la ejecución forzoso 
en^nretn f >rocu, ' ador En esle sentido, este Organismo Arbitral proporciona y asume los costes de es 

delTaudo ot r ! damaC ' Ó " O , S0 ] U ' d de arbi ' raie de manera ( < l,e no le "9* nue desembolsar innecesa.i 
ft 1 i nfl Sen ' enC,a , arb " ral sará com P Rlen,e el -’^Oado de Primera Instancia riel lugar en que se Ira 

de ArbdraL I a «ni er6Se í? anU ' aCtón de la SRn,encia afbiba ' ° la ^o dictado, única., 

soltóla^a lrih n . . , f ° 68 e » ecu,ab,e a “" «®ndo “ntra él se haya ejercitado acción 

solicitar al tribunal competente la suspensión de la ejecución, siempre que se ofrezca caución por val 

de “ de la demoraen < a poción del laudo. A estos efectos, será competente la Audtenria Pro! 


les podrá, mediante esc.iifo dirigido 
juier enor, la aclaración de 

de la misma, para lo q< 

¡ámente ningún imporio adía 
/a dictado 
•ente poi los motivos enumerados e 
de anula; ion. No obstante, en ese 
nr de la t undena, más los daños y 

lilí.ial HpI lunar rln 



Alteración del contenido original, suprimiendo al fotocopiar las palabras: ” hubiese solicitado en 
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-DÉCIMO PRIMERO, CONTENIDO VERDADERO DEL DOCUMENTO SIN SUFRIR 
alteración ni modificación: La transcripción siguiente reproduce el texto original de la 
cláusula sin manipular, ni suprimir, ni alterar su contenido, y sobre el que se puede 
comprobar, y contrastar, su verdadero contenido fiel y original, tanto en el testimonio 
notarial n° 379 de la Sección segunda del libro indicador correspondiente al año 2018, 
de la Notaría Dña. Eva Mateo y González del Ilustre Colegio de Notarios de Madrid, que 
se adjunta como documento n° 22, como en el original completo sobre el que los 
denunciados han realizado manualmente la manipulación de la fotocopia, y que consta 
en los autos n° 739/2009 del Juzgado de Primera Instancia n° 14 de Madrid. 

“q) Si la parte condenada no cumpliera el laudo voluntariamente, se procederá a la 
ejecución forzosa de la misma, para lo que es preceptiva la intervención de abogado y 
procurador. En este sentido, este Organismo Arbitral proporciona y asume los costes de estos 
profesionales a todo aquel que lo hubiese solicitado en el impreso de reclamación o solicitud de 
arbitraje de manera que no tenga que desembolsar innecesariamente ningún importe adicional. 
Para la ejecución forzosa del laudo o sentencia arbitral será competente el Juzgado de Primera 
Instancia del lugar en que se haya dictado. ” 

-DÉCIMO SEGUNDO, VERDADERA CONDUCTA QUE OCULTAN LOS DENUNCIADOS: 
M a Ángeles Ponce Benet no solicita en el impreso de reclamación o solicitud de arbitraje 
que se le sufraguen los gastos de abogado y procurador para la ejecución de su laudo, 
tal y como se puede comprobar a continuación, en el ejemplo e imagen del documento 
que también se aporta completo en el bloque documental con el n° 23, y que también 
consta en los autos n° 736/2009 del Juzgado de Primera Instancia n° 14 de Madrid. 


Imagen de la solicitud de arbitraje original de Ponce Benet. 
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-DÉCIMO TERCERO, PERSISTENCIA DE LA CONDUCTA VERDADERA DE PONCE 
Benet: Ponce Benet ni solicita, ni manifiesta tampoco en ningún momento posterior, su 
voluntad de querer solicitarlo. Tampoco lo indica si quiera, con texto manuscrito en el 
apartado “c) Otros:” del mismo documento, y que se puede apreciar directamente de la 
imagen aportada del documento en el hecho anterior. No manifiesta en ningún 
momento, que el hecho de no haber marcado la casilla con su solicitud pueda deberse 
a una errata, o incluso a un olvido, ni tampoco lo manifiesta, ni lo solicita en sus 
alegaciones hechas por escrito durante todo el curso del procedimiento arbitral. 

-DÉCIMO CUARTO, PRETENSIÓN INDEPENDIENTE DEL CONTRATO DE ARBITRAJE: 
Contrastando las propias fechas de los documentos se puede verificar que, concluido el 
proceso arbitral el 13 de enero de 2009, y por tanto fuera del ámbito de aplicación del 
propio contrato de arbitraje, de su cláusula, y de sus servicios, la Sra. Ponce Benet 
solicita con posterioridad y de forma independiente al contrato de arbitraje, los servicios 
de Abogado y Procurador para instar la ejecución judicial de su laudo arbitral que se 
despacha mediante Auto de 5 de mayo de 2009, otorgando para ello, y también en fecha 
posterior, poder para procurador ante notario, tal y como consta en los autos con n° 
736/2009 del Juzgado n° 14 de Primera Instancia de Madrid . 

-DÉCIMO QUINTO, SERVICIOS INDEPENDIENTES AL ARBITRAJE: Estos servicios 
independientes al proceso arbitral y preceptivos por Ley en la ejecución, tienen cometido 
y actividad independiente, y están claramente diferenciados en sus funciones 
jurisdiccionales respecto a los de la institución arbitral. Es por ello que, en la ejecución 
de títulos no judiciales, el artículo 539 de la LEC exige y obliga a la intervención 
diferenciada, en razón de sus funciones, de los servicios de dos tipos de profesionales, 
abogado y procurador, ambos colegiados y ejercientes. 

-DÉCIMO SEXTO, SIMULACIÓN COMO ENGAÑADA PARA DEJAR DE SER DEUDORA\ 
Del propio literal del contrato con la cláusula verdadera, y de la solicitud de arbitraje 
aportada como prueba, se aprecia que Ponce Benet no es una engañada, sino deudora 
de los honorarios por los servicios de abogado, independientes por tanto, de la 
institución arbitral y del contrato de arbitraje. Servicios que solicita por su cuenta para 
instar la ejecución de su laudo arbitral, que ella misma reconoce en la querella, y que le 
han permitido recuperar la posesión de su vivienda, gracias a los diferentes escritos 
elaborados y presentados por los abogados, y que también le han permitido, gracias a 
estos mismos trabajos, recuperar y cobrar que se sepa de momento, y según sus 
propias manifestaciones en la querella, 454,12 euros por embargos a su antigua 
inquilina. 
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-DÉCIMO SÉPTIMO, ALTERACIÓN POR SUPRESIÓN DE LA ESENCIA DEL 
documento : Conforme a lo tipificado en el Artículo 390.1.1° de nuestro Código Penal: 
“Alterando un documento en alguno de sus elementos o requisitos de carácter esencial . 
Los denunciados alteran el documento eliminando en la fotocopia y también en su 
transcripción de la querella, las palabras que son elementos determinantes, y el requisito 
esencial del sentido y naturaleza de la cláusula, alterando y cambiando los efectos que 
estipula dentro del contrato de arbitraje hacia un sentido diferente y falso en su propio 
beneficio. 

Las palabras eliminadas de la cláusula, “hubiese solicitado en”, precedidas por 
las palabras “ a todo aquel que “, son elementos de la cláusula que estipulan la condición 
de tener que solicitarlo, como requisito esencial y necesario para que la institución 
sufrague esos gastos, es un requisito del contenido, estipulado y aceptado en el 
contrato, que hay que cumplir para poder acceder a que se le sufraguen los gastos, un 
requisito que además de su relevancia jurídica, tiene razón de ser administrativa y 
contable, a efectos de provisionar o no, ese gasto en el futuro, cuando una vez 
terminado el proceso arbitral, se archiva definitivamente el expediente. 

En más de eliminar estas palabras de la transcripción, suprime también de su 
contenido, hasta 16 palabras en la transcripción de la cláusula “ a todo aquel que lo 
hubiese solicitado en el impreso de reclamación o solicitud de arbitraje”. 

La STS 58/2013 de 31 Ene. 2013, Rec. 781/2012: detemina que “los requisitos 
del delito de falsedad en documentos públicos son los siguientes: en primer lugar el 
elemento objetivo o material, propio de toda falsedad, la mutación de la verdad por 
alguno de los procedimientos o formas enumerados en el artículo 390 del Código Penal; 
en segundo lugar, que la mutatio verltatls recaiga sobre elementos capitales o 
esenciales del documento y tenga suficiente entidad para afectar los normales efectos 
de las relaciones jurídicas, con lo que se excluyen de la consideración del delito los 
mudamientos de la verdad inocuos o intranscendentes para la finalidad del documento, 
y, en tercer lugar, elemento subjetivo o dolo falsario, consistente en la concurrencia en 
el agente de la conciencia y voluntad de transmutar la verdad”. 
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-DÉCIMO OCTAVO, EFECTOS DE MODIFICAR LA ESENCIA DEL DOCUMENTO'. 
Modificando y eliminando esa parte del texto, eliminan la única condición, y modifican la 
esencia misma de la cláusula, y por tanto sus efectos, de forma tan sustancial que la 
dejan sin contenido real, logrando un sentido opuesto al que tiene, produciendo además 
los siguientes efectos: 

I o .- Transforman la obligación en un derecho'. La manipulación de la cláusula 
afecta de tal manera a su esencia, que invierte y transforma la obligación de tener que 
solicitar que se sufraguen los gastos de abogado y procurador en el impreso de solicitud 
de arbitraje, en un derecho exigible a obtenerlo directamente, de tal manera que, 
habiendo eliminado el elemento y requisito de la condición, Ponce Benet se beneficia 
de tener los gastos incluidos sin condición alguna, y por tanto el derecho a reclamar que 
le sea sufragado. 

2°.- Logran la apariencia falsa de engaño : Con la alteración del documento con 
la que Ponce Benet obtiene el derecho a que se le sufraguen los gastos directamente y 
sin ninguna condición, logran aparentar que cualquier cantidad que haya entregado a 
cuenta de los honorarios de abogado, la ha abonado bajo engaño y por ello los servicios 
que solicita para ejecutar, como la provisión de fondos de 345 euros, no debería haberla 
pagado, tal y como relatan en las narraciones falsarias de la falsa querella, y de la misma 
manera y en lógico desarrollo con la prueba manipulada, la minuta por honorarios debida 
que también se le reclama, constituye en consecuencia según ellos, una estafa en grado 
de tentativa. 

Se establece así una relación causal directa entre la manipulación de la prueba, 
el derecho a que se le sufraguen los gastos, y la apariencia falsaria de engaño respecto 
a las cantidades entregadas a cuenta, y la reclamación de pago por la minuta profesional 
que adeuda. 

3 o .- Dotar de fundamento a las narraciones falsarias: La manipulación de la 
prueba con la que Ponce Benet aparenta tanto el engaño, como el derecho a que se le 
sufraguen los gastos, es el fundamento de las narraciones falsarias que repetitivamente 
se introducen en la querella, hasta en 29 ocasiones. 

4 o .-Dotar de fundamento a la falsa querella: Con la manipulación del documento 
aparentando engaño, los aquí denunciados logran dotar de prueba, y de argumentación 
a la simulación del falso delito que denuncian y que constituye el fundamento esencial 
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de la falsa querella por cuanto es el único delito por el que acusan a los aquí 
denunciantes. 

5°.-Lograrla estafa procesal: Los aquí denunciados logran la admisión a trámite 
de la querella para investigar el supuesto delito de estafa contra los aquí denunciantes, 
gracias a la manipulación del contenido del documento, que de otra forma, y de no 
haberse producido, no habría podido dar origen al falso derecho que utilizan para 
simular delito y acompañarlo de narraciones falsarias y hechos inveraces, suficientes 
como para engañar al Juzgado de Instrucción n° 35 de Madrid. 

6 o Lograr beneficio económico: Alterando el contenido de la cláusula, consiguen 
aparentar un derecho y un falso engaño, por el que se niega a pagar la minuta por los 
honorarios y beneficiarse económicamente de no pagar la deuda, lucrándose 
ilícitamente. 


La doctrina del Tribunal Supremo se ha referido a la esencialidad de la falsedad 
en concreto para los supuestos de alteración del documento, así, por ejemplo, en la STS 
26 noviembre 1990 (RJ 9162), en la que se establece que la alteración “ha de afectara 
partes esenciales, que el significado, contenido, repercusión y efectos del documento 
se varíe de manera trascendental, notoria, importante y manifiesta; de parecido tenor 
cfr. STS 22 marzo 1990 (RJ 2587)”. 


De igual modo, la STS de fecha 26 de noviembre 1990 sostiene que: “Si 
documento en general es la expresión de un pensamiento (ideado o realizado, espiritual 
o material) que en abstracto puede originar consecuencias jurídicas variadas, y si a la 
vez ha de buscarse sobre todo el respeto y obediencia a la veracidad intrínseca que 
cada uno de ellos representa en acatamiento a la fe pública, a la confianza o a la 
credibilidad, quiere decirse que sólo merecerán el reproche penal las alteraciones 
fraudulentas que se hagan sobre partes esenciales y no accesorias. Sobre partes 
fundamentales e importantes. Por eso las falsedades en documentos públicos y 
similares, en el contexto de los arts. 1.216 del Código Civil y 596 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil y que de otro lado se consuman con el hecho de la falsificación, 
tienen que merecer la consideración de antijurídicas al consistir la falsedad, 
fundamentalmente, en la inveracidad o mudamiento de verdad recayente sobre puntos 
esenciales y no sobre extremos inanes, inocuos o intrascendentes, según expresión de 
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la Sentencia de 30 de mayo de 1987 (RJ 1987/4508) . Criterio más cualitativo que 
cuantitativo, sometido siempre a puntos de vista que nunca serán unánimes y respecto 
de los cuales nunca tampoco podrán establecerse reglas apriorísticas más exactas y 
concretas, porque siempre será un juicio de valor el que en cada supuesto concreto 
determinará la importancia de la alteración, partiéndose no obstante de la idea de que, 
en cuanto a las alteraciones o intercalaciones que se hagan en un documento para 
variar su sentido, art. 302.6 del Código Penal, es exigencia ineludible que tal alteración 
de verdad sea fundamental, esto es que no sólo recaiga sobre partes esenciales, tal 
antes se ha dicho, sino que además el significado, contenido, repercusión, 
consecuencia y efectos del controvertido documento se varíe de manera trascendental, 
notoria, importante y manifiesta”. 


Así también, la STS de 13 jun. 1997, Rec. 1203/1996 recoge que: "La recurrente 
no puede desconocer los términos en que ha quedado redactado el artículo 390 del 
nuevo Código y en concreto su número primero del apartado 1 en el que se expresa que 
se comete falsedad "alterando un documento en alguno de sus elementos o requisitos 
de carácter esencial". Se hace preciso clarificar cuales son esos elementos o requisitos 
de carácter esencial cuya alteración genera la falsedad. Para lograrlo ha de fijarse la 
atención en las funciones que constituyen la razón de ser de un documento y si la 
ausencia, modificación o variación de uno de los elementos de un documento repercute 
sustancialemente en esas funciones, en cuyo caso sí podría afirmarse que la alteración 
ha afectado a un elemento o requisito esencial. Y se ha sostenido por esta Sala que las 
funciones características o propias de un documento son: 

a) perpetuadora en cuanto fijación material de unas manifestaciones del pensamiento; 

b) probatoria en cuanto el documento se ha creado para acreditar o probar algo, y 

c) función garantizadora en cuanto sirve para asegurar que la persona identificada en 
el documento es la misma que ha realizado las manifestaciones que se le atribuyen en 
el propio documento. Si las alteraciones cometidas afectan a uno de estas 
funciones podemos calificarla de esencial”. 
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Con base en la jurisprudencia citada puede resumirse que para que los hechos 
denunciados tengan la consideración de delito, se precisa que la alteración del 
documento ha de recaer sobre elementos o requisitos esenciales del mismo. 

Llegado a este punto, y en relación a los hechos hasta aquí expuestos en esta 
denuncia, no solo se altera una de las funciones el documento, que sería suficiente para 
determinar que afecta a un requisito o elemento esencial, sino que la falsedad ha llegado 
incluso a afectar a las tres funciones que sostiene el Alto Tribunal. 


-DÉCIMO NOVENO, ALTERACIÓN DE LA EFICACIA PROBATORIA DEL DOCUMENTO: 
Con la manipulación los denunciados alteran y cambian la eficacia probatoria del 
documento, invirtiéndola en sentido contrario al que originalmente tiene, y para lo que 
fue redactada, aceptada y firmada. Alteran el documento suprimiendo, y dejando sin 
contenido elementos de la cláusula que no solo son parte esencial del contenido de la 
misma, sino la esencia misma de ella, dejando ilegible en la fotocopia realizada 
manualmente esa parte del contenido, y eliminándolo convenientemente de su 
transcripción en la querella. 


-VIGÉSIMO, Alteración de la eficacia perpetuadora: En cuanto a que, con 
la manipulación y alteración de la prueba, que continua y persiste con las narraciones, 
se alteran las manifestaciones de pensamiento hechas por su autor original que en 
cambio recogía la prueba original sin alterar. 


-VIGÉSIMO PRIMERO, ALTERACIÓN DE LA EFICACIA GARANTIZADORA: El autor, es 
decir la institución arbitral y los denunciantes no han realizado esas manifestaciones en 
el documento manipulado, no se nos puede identificar como autores de ese 
pensamiento que se nos atribuye en la redacción de la prueba manipulada y en sus 
transcripciones, pues no han redactado ni elaborado de imprenta un contrato diferente 
a los demás únicamente para Ponce Benet en el que además le hayan eliminado o 
quitado, la condición de tener que solicitar en el impreso de solicitud de arbitraje que se 
le sufraguen esos gastos. 
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-VIGÉSIMO SEGUNDO, La apariencia de delito lograda con la falsedad: 
Los denunciados logran con ello darle un sentido diferente y opuesto al que tenía en la 
redacción original, de tal manera que consiguen la apariencia de que Ponce Benet no 
tiene obligación de pagar, ni costes por los servicios de arbitraje, que en este caso 
corresponden al condenado, ni los de la ejecución del laudo, que en este caso no 
estaban incluidos, y que como consecuencia de ello todas las cantidades entregadas a 
cuenta en calidad de provisión de fondos se han realizado bajo engaño, y por tanto 
estafadas, añadiendo además, que la pretensión de los acreedores para cobrar la deuda 
de la minuta por los honorarios profesionales según ellos, es una supuesta estafa en 
grado de tentativa que incluso llegar a calificar de extorsión. 


-VIGÉSIMO TERCERO, IMPORTANCIA ALCANZADA POR LA FALSEDAD DENTRO DEL 
tráfico jurídico: El documento manipulado ha alcanzado su importancia en el tráfico 
jurídico ante el Juzgado de Instrucción 35 de Madrid justamente por ser la propia 
querella y sus documentos, un medio de prueba de las declaraciones del querellante, 
de su abogado y de su procurador, en el que tanto manifiestan su voluntad como su 
conocimiento, pues constituye en sí mismo un modo de fijación de éstas. 

De la misma manera esta falsedad documental, por cuanto es el fundamento de 
la primera querella que presenta la organización criminal, sirve para que todos los 
demás contraten onerosamente sus servicios (hasta 210) y se adhieran procesalmente 
por los mismos hechos y circunstancias y por el mismo delito, en ningún caso se produce 
un acumulación de autos por que simple y sencillamente no existe ningún otro proceso 
penal abierto ni en curso, al margen de este que nos ocupa en razón de la falsedad 
denunciada para aparentar delito estafando procesalmente su admisión a trámite . 


-VIGÉSIMO CUARTO, CONSTATACIÓN PROCESAL DE LOS HECHOS FALSARIOS: El 
documento manipulado en cuanto que cumple y se utiliza con una función probatoria 
falseada dentro del contexto de la querella y sus acusaciones, tiene la suficiente 
relevancia y entidad como para que resulte probada la constatación manipulada de 
hechos falsarios e inveraces. 


-VIGÉSIMO QUINTO, VULNERACIÓN DEL BIEN JURÍDICO PROTEGIDO: El bien 
jurídico tutelado que se ha vulnerado a través de la falsedad documental que aquí se 
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denuncia es la confianza de la que en el tráfico jurídico gozan los documentos como 
medios de prueba de la realidad a la que se refieren o, en otros términos, la confianza 
en la autenticidad del documento y en la veracidad de su contenido probatorio. 


Así es como el Alto Tribunal en su STS 514/2002, de 29 de mayo, especifica en 
este supuesto que: “Constituye el bien jurídico de las conductas delictivas constitutivas 
de falsedad documental la fe pública y la seguridad en el tráfico jurídico, evitando que 
tengan acceso a la vida civil o mercantil elementos probatorios falsos que puedan alterar 
la realidad jurídica de forma perjudicial para las partes afectadas”. 

De igual modo, la STS de fecha 26 de noviembre 1990 sostiene que: “Es curioso 
como, dentro de la doctrina y la jurisprudencia y dentro también de la temática afectante 
a los delitos aquí estudiados, indistintamente se han venido utilizando los términos 
sinónimos de falsedad y falsificación, sin mayor relevancia de otro lado, tratándose sólo 
en algún momento de encontrar explicación sobre ello. Se ha dicho que la falsedad 
afecta a los sujetos y la falsificación a las acciones o que falsedad consiste en poner lo 
falso en lo que debería ser verdadero y falsificación, semejante a sustitución, en poner 
lo falso en lugar en que ya estuvo lo verdadero. Lo importante es, sin embargo, definir 
la pretensión que tuvo el legislador cuando tipificó esta figura delictiva de la falsificación 
en documentos públicos, oficiales o mercantiles, por particulares o por funcionarios 
públicos. Protección de la fe pública, protección para la no alteración de los medios 
probatorios o atentado al tráfico jurídico cuya autenticidad y seguridad constituye, casi 
en unanimidad de esta Sala Segunda, la razón de la incriminación de estos delitos que 
atenían contra su correcto funcionamiento. ” 


-VIGÉSIMO SEXTO, FUERZA PROBATORIA DE LA FALSEDAD EN EL CONTEXTO DEL 
Juzgado de Instrucción n° 35 de Madrid: El aspecto probatorio del documento 
manipulado que determina el objeto material del delito es, tanto la fuerza probatoria que 
el mismo tiene dentro del contexto jurisdiccional del Juzgado de Instrucción n° 35 de 
Madrid, como además, y por otra parte, pretendiendo eliminar la naturaleza de la deuda 
que tiene Ponce Benet dentro del tráfico jurídico del contrato de arbitraje que tiene 
suscrito. Extremo este de la relevancia jurídica dentro del propio tráfico jurídico al que 
se refiere expresamente el propio art. 26 CP, cuando se refiere a datos, hechos o 
narraciones con “eficacia probatoria o cualquier otro tipo de relevancia jurídica”. 
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-VIGÉSIMO SÉPTIMO, INDUCCIÓN IDÓNEA AL ERROR EN EL JUZGADO DE 
Instrucción n° 35 de Madrid: En esencia esta conducta falsaria ha determinado el 
surgimiento de una apariencia documental tal, que ha sido definitivamente capaz de 
inducir a error al Juzgado de Instrucción n° 35 de Madrid en su normal funcionalidad y, 
habiendo producido este efecto, también en consecuencia, la consumación del delito 
que se denuncia, a tenor del art. 390.1.2° CP, que exige en su redacción como requisito 
la capacidad de inducir a error. “ 2° Simulando un documento en todo o en parte, de 
manera que induzca a error sobre su autenticidad. ” 

-VIGESIMO OCTAVO, La ACCIÓN FALSARIA DE LOS DENUNCIADOS PARA OBTENER 
beneficio económico: Respecto a los hechos y pruebas expuestas en los párrafos 
anteriores, el Tribunal Supremo en su Sentencia de 10 de noviembre de 2006 precisa 
que “el tipo penal de falsedad dej art, 395 C.P. presenta características propias, al 
establecer como objeto sobre el que recae la acción falsaria un documento privado y, 
además, por incluir en la descripción del ilícito, la finalidad perseguida por dicha acción: 
perjudicar a otro, expresión en la que cabe incluir cualquier clase de perjuicio y, por 
supuesto, el económico”. 

-VIGÉSIMO NOVENO, INEXISTENCIA DE ENGAÑO ALGUNO POR LOS DENUNCIANTES: 
En el documento real y original no existe engaño posible, ni por lo tanto delito alguno de 
estafa, en todo caso la institución arbitral, a la que se acusa falsamente, ha cumplido en 
todo momento escrupulosamente con lo estipulado en el contrato de arbitraje, sin que 
haya posible engaño de ningún tipo. Más aún si cabe, puesto que el servicio y todas las 
obligaciones estipuladas en el contrato son de fecha anterior a los hechos que narran 
en la querella, no existe por tanto posibilidad de engaño posterior, salvo manipulando el 
documento, tal y como se prueba, y se denuncia. 


-TRIGÉSIMO, Imposibilidad legítima de los denunciados para poder alterar 
el documento: Los denunciados no pueden tener la posibilidad de alterar legítimamente 
el contenido del contrato, ni versión posible alguna, en ninguna circunstancia, puesto 
que no son, ni han sido, creadores ni autores del contenido original. No han participado 
ni en la elaboración del contrato, ni en la celebración del mismo, ni es posible que hayan 
podido negociar jamás ninguna de sus cláusulas, puesto que se trata de un contrato de 
adhesión producido en imprenta, y, por lo tanto, no puede ser materialmente posible la 
negociación, ni variación de ningún tipo, de cualquiera de los contenidos de sus 
cláusulas. 
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-TRIGÉSIMO PRIMERO, Autores de la falsedad : Se señala a Ghezzi, Ponce 
y Barabino como autores de la alteración de la prueba, pues por su parte Ghezzi con la 
colaboración de Ponce y Barabino, es el que como abogado estudia, elabora, y presenta 
la querella junto a las pruebas que sólo pueden obtener personándose físicamente en 
el Juzgado de Primera Instancia n° 14 de Madrid para obtener ese testimonio y 
documentación de los autos. 


-TRIGÉSIMO SEGUNDO, IMPOSIBLE COMISIÓN DE FALSEDAD DOCUMENTAL POR 
imprudencia: En nuestro ordenamiento la falsedad documental en documento público, 
oficial o mercantil, como en todas las demás falsedades cometidas por particulares, sólo 
está prevista la responsabilidad a título de dolo, por lo que no cabiendo la comisión por 
imprudencia solo resta la comisión dolosa. En este caso que se denuncia aquí, se hace 
especialmente incompatible la comisión de falsedad documental por imprudencia, a 
partir del momento en el que en los denunciados concurre el ánimo de engañar, en este 
caso al Tribunal - alterando suprimiendo texto esencial de la cláusula del contrato, 
omitiendo el contenido real en la transcripción de la cláusula en la querella, y narrando 
hechos falsos que acompañan a la acusación del engaño y al delito que simulan-, el 
ánimo defraudatorio para no tener que pagar la deuda apareciendo la Sra. Ponce Benet 
como engañada en lugar de deudora, aun siendo conocedores ella, su abogado Ghezzi 
y su procuradora Barabino del contrato que tiene firmado, y el ánimo de dañar por cuanto 
además acusan de un delito falso que nunca se ha producido. 


-TRIGÉSIMO TERCERO, COMISIÓN DOLOSA DEL DELITO QUE SE DENUNCIA \ La 
existencia de dolo en los denunciados Ghezzi, Ponce Benet y Barabino resulta probado 
por el hecho mismo de realizar la falsificación y la prueba indiscutible de ello es el hecho 
mismo de la existencia del documento falsificado y cuya confección se debe 
precisamente a los autores del delito que se denuncia aquí, ya que no cabe entender la 
falsificación sin dolo, en la que el autor no conozca que la está realizando, y que, no 
quiera llevarla a cabo. 

Respecto a la comisión dolosa de los adheridos, sus abogados y sus 
procuradores el dolo se acredita por el hecho mismo de la presentación, su firma y su 
ratificación ante funcionario de la adhesión a la querella que se realiza literalmente en 
razón de los mismos hechos y por el mismo objeto de los autos. 


31 



En este sentido, la STS núm. 759/1998 de 26 de mayo mantiene que: “ Con 
carácter general puede decirse (verla Sentencia de 12 de junio de 1997 [RJ 1997/4891]) 
que el delito de falsedad documental ( Sentencia de 12 de diciembre de 1991 [RJ 
1991/9492]) requiere esencialmente la conciencia de la denominada mutatio veritatis, o 
voluntad de alterar la verdad por medio de una acción a través de la cual se ataca a la 
fe pública y, en último caso, a la confianza que la sociedad tiene depositada en el valor 
de los documentos. No puede olvidarse que es la autenticidad y seguridad del tráfico 
mercantil en general lo que constituye la razón primordial de la incriminación de estas 
infracciones. 

Tal voluntad de alteración se manifiesta en ese dolo falsario que, se logren o no 
los fines que se perseguían al respecto en cada caso concreto, implica una clara 
mentalidad (conciencia y voluntad) de trastocar la realidad convirtiendo en veraz lo que 
no lo es”. 


-TRIGÉSIMO CUARTO, CONOCIMIENTO PREVIO DE LOS DENUNCIADOS DEL 
contenido original sin alterar-. Todos los denunciados conocían la falsedad realizada 
en el documento, y también el contenido real del documento original. El original sin 
falsear consta en los autos n° 736/2009 del Juzgado de Primera Instancia n° 14 de 
Madrid, ya que para instar la ejecución se requiere la presentación del contrato de 
arbitraje original, que también está firmado por la inquilina por cuanto acepta someter a 
arbitraje sus controversias con Ponce Benet. También conocen el contenido original del 
texto porque han accedido a él, como reconocen los propios Ghezzi, Ponce y Barabino 
hasta en dos ocasiones en su propia querella, cuando reconocen haberse personado 
en dicho Juzgado para tomar vista del expediente de ejecución: 


Afortunadamente para la investigación de esta denuncia, ellos mismos 
reconocen que conocen y han accedido texto original del Juzgado que no está 
modificado, (página 9 de la querella que se aporta en el bloque documental con n° 20) 


2.- Procedemos a personarnos en el Juzga.lo de l 1 * Instancia núm. 14 de 
Madrid, a fin de tomar vista del expediente correspondiente a la Ejecución de 
Títulos No Judiciales 736/2009, descubriendo con estupor los siguientes 
hechos: 
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Y que adjuntan copia de las actuaciones originales que han podido obtener en 
el propio juzgado, (página 11 de la querella que se aporta en el bloque documental 
con n° 20) 


Adjunto como documento núm. 19 copia de parte de las actuaciones 
correspondientes a la Ejecución de Títulos No Judiciales 736/2009 tramitadas en 
el Juzgado de I a Instancia n° 14 de Madrid, en nombre de mi representada frente a 
Dña. María José Corvillo Moreno, donde consta tanto el embargo trabado sobre el 
salario que la Sra. Corvillo percibía de la entidad IOS FAÍ ILITY SERVICE desde 
el día 2 de febrero de 2010, así como las consignación, s efectuadas por parte de 
dicha mercantil, y la retirada de los mandamientos de pago por parte del 
Procurador D. Alfonso María Rodríguez García, y los escritos presentados por 
distintos letrados a lo largo del procedimiento. 


Hasta tal punto los denunciados facilitan la investigación mostrando que son 
conscientes, y conocen el contenido original que mutan en su prueba falsificada, que 
afortunadamente para acreditarlo, incluso transcriben el contenido de tres palabras “la 
intervención de”, que por llamativo y relevante, es contenido también desaparecido y 
eliminado de una línea inmediatamente superior a la que manipulan para parecer 
engañada Ponce Benet. Es decir, que en este caso en la transcripción de Ghezzi, en 
lugar de desaparecer contenido, aparece el contenido original aunque esté oculto en la 
prueba. 


Imagen de la fotocopia manipulada y aportada como única prueba. 


i -Lirro.M4.lii.-lU 


. . - «"«s'w oías siguientes a la notificación de la sentencia arbitral o laudo, cualquiera de las p< 

Imnl^TI? Arbitral, con notificación a la otra parte, solicitar al árbitro la corrección de cu., 
complemento del laudo respecto de peticiones formuladas y no resueltas 

Hhnnla Paf,e C ° nd ! na l a n ° cum P ,iefa el ' a » d ° voluntariamente, se procederá a la ejecución forzosa 
: pMnnrpcn P rocu ' ador En este sentido, este Organismo Arbitral proporciona y asume los costes de er 
: InanHn n , 6 radan1ac “" 1 ° solicitud de arbitraje de manera que no tenga que desembolsar innecesai, 
d I i r nn Senlenc,a 1 arbrtra ' será competente el Juzgado de Primera Instancia del lugar en que se ha 
rit Arh,w a | qU ' en ! “ Í*L ? SOlici ' a, ' a anulación d * 'a sentencia arbitral o laudo dictado, única,, 

rr n, h 3 S T' enC,a arb ** ° laudo es ejecutable aun cuando contra él se haya ejercitado acció,, 
denVarsn ríe competente la suspensión de la ejecución, siempre que se ofrezca caución por val 
qe ' Var L ede >a . dem0fa en la . ejecución del laudo. A estos efectos, será competente la Audiencte Prm 


u les podi n, mediante esaito dirigido a'jl 
Iquier eriíjr, la aclaración de 

i de la misma, para lo que 
los pixil i. n tales .1 tod<> aq 
i.irnente ningún importo adicional, 
ya dictado 
tente poi los motivos enumerados ei 
Je anulación. No obstante, en ese c 
nr de la unidena, más los daños y 

'incíal < ir - i lunar rlnnrlo «nuAl ~~ u..uÓ 


Ellos mismos transcriben contenido desaparecido de la misma cláusula, que sí está en el original, y que en su prueba 
manipulada no se puede ver, con las tres palabras: ” la intervención de ”. 



7 / Si Ll parle condei mda^n<r^Ttmpliera , / la , / ,-> voluntariamente se 
jneci ^óxt^-frrrzos u ¡¡ c ¡ a misnta l jigra lo que r-, preceptiva iji 
intervención d e ( W0ado y procurador. En este s en ido . j e Orst i ismo Arbitral 

Imagen de la transcripción redactada en la querella por Ghezzi. 
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Es el propio Ghezzi el que también facilita el esclarecimiento de este delito y 
reconoce en otras dos ocasiones más, ser él mismo, el que ha realizado la supuesta 
investigación y que la querella es de su propia creación: 


(página 7 de la querella que se aporta en el bloque documental con n° 20) 


Lo que no sospechaba mi representada, y lia sido descubierto a raíz de la 
investigación efectuada por este Letrado, es que: 


(página 2 de la querella que se aporta en el bloque documental con n° 20) 


Primero.- En primer lugar, debemos señalar que a ral de las investigaciones 
iniciadas por el Letrado que suscribe consecuencia de l.i asunción del presente 
asunto, y como se acreditará más adelante, se ha puesto d. manifiesto la existencia 
de un delito de estafa que puede afectar a gran número personas, no cabiendo 
duda alguna de que por parte de otros afectados s« puedan haber iniciado 
procedimientos penales por hechos idénticos a los que -n objeto de la presente 
querella. 


Los denunciados tienen necesariamente que tener conocimiento de la alteración 
y del contenido que se eliminaba en el documento, y del segundo que aparece en la 
transcripción pero que no sale en la prueba, no sólo por el hecho de realizar 
conscientemente la transcripción sesgada y mutada, sino además, porque es 
precisamente esa y no otra, la cláusula de referencia, en la que centran las acusaciones, 
y que sostiene como medio probatorio, y la eliminación del contenido, la argumentación 
de las narraciones falsarias y de todos los hechos inveraces por los que acusan 
falsamente para eludir la deuda en interés propio y siguiendo las directrices de la 
organización. 

De la misma manera es un hecho que se acredita con las firmas en los propios 
documentos, que todos los adheridos, sus abogados y los procuradores tienen 
conocimiento porque simple y sencillamente conocen por la firma del escrito de 
adhesión, la querella a la que han tenido que tener acceso y conocer necesariamente 
para poder adherirse, también por la ratificación posterior ante funcionario, y por el 
hecho de que cada uno de los adheridos también conoce y firma su contrato de arbitraje 
por lo que conocen también el contenido real de la cláusula y las condiciones verdaderas 
que estipula, y no las manipuladas en la falsa querella. 
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-TRIGÉSIMO QUINTO, VOLUNTAD DE LOS DENUNCIADOS PARA REALIZAR LA 
falsedad documental. La elaboración y presentación de la propia querella, con el 
documento manipulado y las narraciones falsarias dentro de ella, las propias adhesiones 
del resto de abogados, procuradores y querellantes en razón de hacerlo por el mismo 
objeto de los autos ya admitidos, son conductas acreditadas en los propios documentos 
y en los actos documentados como la firma de cada uno en su adhesión a la querella, 
su ratificación personal ante funcionario, y el apoderamiento de cada procurador bien 
por poder notarial, o bien por apud acta. Estas conductas acreditadas llevan implícita la 
manifestación inequívoca de su voluntad para querer lograr el resultado, tanto de la 
admisión a trámite de la querella, en el caso de Ghezzi, Ponce y Barabino, como de la 
adhesión efectiva, en el caso del resto de procuradores, abogados y deudores 
querellantes, haciendo precisamente uso de la falsedad documental, a tenor del artículo 
396 del C.P. 


La voluntad manifestada porcada uno de ellos en la realización efectiva del delito 
por el que se les denuncia, supone un añadido en relación con el mero conocimiento, al 
requerir la dirección de la voluntad en la realización de éste, donde los denunciados 
quieren lograr unas pretensiones que buscan el resultado para que se produzca la 
admisión a trámite en el caso de la querella, y de su adhesión a esta querella, en el caso 
de los adheridos, y que finalmente consiguen, con lo que logran consumar así el delito 
denunciado, que ha sido construido y dirigido por la organización criminal. 


El elemento volitivo del dolo estaría así determinado por la “decisión” contraria 
al bien jurídico, aunque para ello en nuestro ordenamiento no sea necesario ni requisito, 
que los denunciados valoren positivamente la lesión del objeto protegido, esto es, sin 
que sea necesario que se conformen con el resultado, bastando para ello solamente la 
decisión a favor del injusto. Siendo así que para realizar la alteración del documento en 
la fotocopia, y la transcripción sesgada de la cláusula en la querella, han tenido que 
dirigir su voluntad hacia la supresión consciente del contenido que no reproducen en la 
querella, y que por tanto se ha realizado voluntariamente, sin que quepa error posible. 
Y en el caso de los adheridos, sus abogados y sus procuradores, igualmente han tenido 
que dirigir su voluntad en el sentido de hacer uso de la falsedad cometida en el 
documento y en las narraciones para lograr la adhesión. 
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El dolo en esta falsedad documental que se denuncia atiende a la vulneración 
del bien jurídico protegido, y a la necesaria vocación al tráfico del documento alterado 
como elemento conformador del delito. La trascendencia del documento falso en el 
tráfico jurídico se define en razón a su condición de prueba y al engaño que la prueba - 
en tanto es prueba alterada- ocasiona a terceros, con la creación de una situación 
probatoria falsa como una forma específica de engaño producida por este medio. 


En las conductas dolosas de los tres denunciados por este delito se puede 
apreciar, que tanto el abogado como el procurador tienen el conocimiento suficiente por 
su profesión, de los elementos del tipo objetivo y que éstas conductas manifiestan su 
voluntad de querer hacer, en el sentido de que, como autores, a pesar de ser 
conscientes del peligro que su conducta entraña para el bien jurídico, deciden continuar 
con el desarrollo de su plan y ejecutarlo. 


Estas conductas dolosas en el caso de los adheridos, sus abogados, y sus 
procuradores por las que hacen uso de la falsedad documental, reúnen las mismas 
circunstancias anteriores en cuanto que tienen conocimiento en razón de sus 
profesiones y que el mismo adherido conoce el contrato y la cláusula real que firma, y 
no sobre el que se adhiere, siendo así, que, a pesar de ser conscientes de los resultados 
dañinos de su conducta, también optan por realizarla de forma efectiva. 

De esta manera los adheridos hacen suyas las narraciones de hechos falsos, y 
como prueba propia, el documento manipulado, voluntad que manifiestan en el hecho 
mismo de firmar el escrito para poder adherirse, y que posteriormente también ratifican 
voluntariamente ante funcionario. 

La naturaleza procesal propia de la adhesión, en la que por ser requisito 
denuncian la comisión del mismo delito, por los mismos hechos, y con la misma prueba 
falsa, refleja en si misma la voluntad de los adheridos para conseguir que el Tribunal al 
que se dirigen, actúe de la misma manera que con la querella inicial, admitiendo a 
trámite su adhesión, e investigando el mismo supuesto delito. 
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Nos encontramos por tanto, con que los denunciados han tenido conocimiento 
en todos los casos, de que su conducta produce, crea, y usa un documento falso con 
apariencia de veracidad, que utilizan conscientemente como prueba introduciéndolo en 
el tráfico jurídico, y que el ilícito se desarrolla en una de las formas que describe el 
artículo 390 CP. 

Todos ellos necesariamente han de saber que afecta a las funciones que el 
documento desempeña en el tráfico jurídico, y que, bien como autores y/o bien como 
interesados que hacen uso del documento falso, son muchos de ellos profesionales 
colegiados, unos como abogados, y otros como procuradores, que conocen con detalle 
las características técnico-jurídicas del concepto de documento y de prueba; 
precisamente por tratarse de un concepto normativo, por el que conocen y saben que 
ese documento es un soporte material que refleja declaraciones de voluntad y 
pensamiento humano que han sido alteradas deliberadamente. 

Conocidos todos estos extremos, en tanto en cuanto la capacidad del documento 
para inducir a error en el tráfico jurídico forma parte del tipo objetivo del delito de 
falsedad, los denunciados necesariamente deben ser conscientes de que la maniobra 
operada en el documento, y en cada adhesión, tiene idoneidad y virtualidad para 
engañar a las personas que toman parte en dicho tráfico y, a pesar de este 
conocimiento, se han decidido a actuar, e introducir el documento en el tráfico jurídico. 

En más de lo anterior, se dirigen tendencialmente a engañar en el tráfico y a 
inducir a error al funcionario del Juzgado de Instrucción n° 35 de Madrid, teniendo por 
ello que tomar en consideración la idoneidad del engaño y, aún así, actuar presentando 
mediante su procurador la falsa querella con la prueba manipulada y las narraciones 
falsas que la acompañan, y también mediante su respectivo procurador cada una de las 
adhesiones a la querella haciendo uso de la falsedad documental a tenor del art 396 
CP. 


Además de decidirse en contra del bien jurídico, aun a consciencia de la 
peligrosidad de la acción, los denunciados persiguen directamente el resultado de la 
admisión a trámite del falso delito por el que presentan querella, igualmente con las 
adhesiones haciendo uso de esa misma falsedad, y lo asumen y aceptan como 
consecuencia necesaria de sus acciones. 
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Los denunciados conscientes de que introducen el documento en el “tráfico 
jurídico”, en un ámbito relacional en el que el mismo va a producir efectos jurídicos, 
conocen por tanto que el documento puede desencadenar reacciones jurídicamente 
relevantes de terceras personas, tanto en los funcionarios del Juzgado de Instrucción 
como en contra de los aquí denunciantes, y deciden actuar con conocimiento pleno de 
los elementos del tipo objetivo, y lógicamente previendo las afecciones que van a 
desencadenar sus acciones. 


Esta falsedad documental no requiere ningún elemento subjetivo del injusto 
separado del dolo propio del delito ya que trasciende a la realización del tipo objetivo 
(va incluido en la realización del propio delito cuando este se consuma), cuando el delito 
se consuma, y se introduce el documento en el tráfico jurídico con consciencia de su 
idoneidad para inducir a engaño sobre supuestos hechos que aparentan relevancia 
jurídica. 


-TRIGÉSIMO SEXTO, Gravedad del dolo: La gravedad del dolo que se 
denuncia no sólo estriba en la lesión del objeto de protección, sino también en la de la 
norma que obliga a respetarlo, con lo que el peligro para el objeto de tutela es mayor 
todavía si cabe. 

En este caso que se denuncia, además se ha materializado una vez en la falsa 
querella, 210 veces en las adhesiones, y en otras 31 ocasiones con las falsas 
prejudicialidades penales realizadas en concurso con este delito que se denuncia en 21 
Juzgados de Instrucción y en 15 Juzgados de Primera Instancia para impedir el cobro 
de la deuda, haciendo así un total de 234 veces, y a mayores, si cabe, por duplicado 
debido a las ratificaciones personales realizadas ante funcionario. Un volumen cuando 
menos significativo del aprecio y el respeto a la propia Administración de Justicia, a sus 
normas, y al bien jurídico que protege, por parte de esta organización y sus miembros 
que han tenido la capacidad prolija de engañar a los funcionarios haciendo uso de sus 
habilidades. 
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-TRIGÉSIMO SÉPTIMO, Intensidad en el dolo: El dolo en el delito que se 
denuncia alcanza especial intensidad con las narraciones falsarias insistentes hasta en 
29 ocasiones dentro de una querella de 15 páginas. Probando así una manifestación 
clara de la persistencia en su voluntad de querer llevar a cabo la consumación de la 
falsedad documental que se está denunciando 

Así es como llegan a narrar 50 hechos a lo largo de la falsa querella, de los 
cuales entremezclan 11 que son verdades obvias como que Ponce es propietaria de un 
piso, o que lo alquiló, o que firmó el contrato de arbitraje junto al contrato de 
arrendamiento, o que la inquilina le impago la renta, o que inició un arbitraje, o que 
contrató a los abogados para ejecutar y que le reclaman el pago de la minuta; verdades 
mínimas que dando apariencia de veracidad a la narración, intercalan con las 
falsedades que repetitivamente llegan hasta 29 y que se refieren al concepto básico de 
que Ponce Benet tiene derecho a que se le sufraguen los gastos y que, lo pagado como 
provisión de fondos para su ejecución, lo paga engañada porque “desconocía” que no 
tenía que pagar nada, y que la minuta restante que se le reclama es por tanto, un intento 
de estafa de los denunciantes, eso si a través de empresas que ellos se esfuerzan en 
llamar “pantalla”. 

A estas narraciones y hechos falsos le añaden los restantes 10 hechos que son 
relativos al procurador por una supuesta apropiación indebida, sólo se van a referenciar 
en cuanto que forma parte del texto de la querella y está entremezclado con los hechos 
falsarios que narran, diferenciándolo así para no colaborar a la confusión que puede 
crear en esta denuncia, y que sin duda ha creado en el Juzgado de Instrucción n° 35 de 
Madrid dentro del relato falsario de hechos, en tanto que no tiene nada que ver, ni con 
el delito que aquí se denuncia de falsedad documental, ni con los aquí denunciantes 
que tampoco han sido acusados formalmente en ningún momento, aunque, eso si, 
también esté incluida en esta misma querella, en este caso, dirigiendo la acusación 
exclusivamente contra el procurador. 


Por otra parte, y por obvio, se comprende el hecho de no acusar falsamente 
también a los aquí denunciantes por apropiarse de cantidad alguna de los embargos a 
inquilinos, hecho, que es de imposible realización material, y que ellos mismos 
reconocen en al menos dos ocasiones en su querella, puesto que el funcionario del 
Juzgado de Primera Instancia sólo puede dar el mandamiento de pago a favor del cliente 
o del procurador, que es quien tiene otorgado el poder para poder retirarlo y cobrarlo. 
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Si bien y respecto a la actividad de la organización es de destacar el hecho de 
que aunque no se haya llegado a acusar formalmente, si se ha hecho profusamente, 
como se ha podido comprobar ya de las propias actas notariales y demás pruebas, a 
través de los foros, web, blogs, Facebook y artículos publicados e indexados en google 
y otros buscadores, con un claro ánimo difamatorio y calumnioso, tanto por los miembros 
de la organización y sus cooperadores, como por muchos de los morosos cooperadores 
y falsos querellantes. 


Las restantes 29 narraciones de la querella dan cuenta de la intensidad del dolo 
en este delito, en el que los denunciados repiten insistentemente los mismos hechos 
falsos, apoyados en la prueba manipulada para darles la apariencia de veracidad idónea 
que es bastante como para provocar el error del Juzgado de Instrucción n° 35 de Madrid. 


De esta manera en la querella los aquí denunciados insisten en transmitir 
repetidamente el relato ficticio de que los querellados a través de unas asociaciones que 
definen como “pantalla”, y con una supuesta apariencia de públicas, han engañado a su 
cliente Ponce Benet, y al resto de adheridos, para que paguen por unos servicios que 
según el contrato que tienen firmado (con la cláusula alterada), no tenían que pagar 
porque el coste de ejecución judicial estaba incluido, al igual que los servicios prestados 
por arbitraje, y que por lo tanto, lo que resta por pagar y se les reclama de la minuta por 
estos servicios, supone una estafa en grado de tentativa, e incluso literalmente una 
“extorsión”, que gracias a la intervención del letrado Ghezzi este mismo y en sus propias 
palabras ha podido impedir. 

Por referenciar algunos ejemplos de las citadas narraciones: 

Página 9 párrafo 3 o 


Es aquí cuando se muestra con total claridad Ha estafa organizada por 
los imputados, que lejos de conformarse con los primeros 345. € que mediante 
engaños consiguen que mi representada les abone, ahora mediante clara 
extorsión pretenden que la misma les satisfaga otros ' 354,90. €. 
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Página 13 párrafo 4 o 


Los documentos aportados acreditan que los querellados engañaron a mi 
representada, a través de Asociaciones pantalla, haciendo que ésta les entregase 
cantidades que en ningún caso les correspondían, y apropiándose de cuantías 
embargas en el procedimiento ejecutivo instado en su nombre, y cuyo cobro 
correspondía a la Sra. Ponce, pretendiendo además el cobro de otras cantidades 
que si no se han satisfecho ha sido por la intervención del Letrado que suscribe, 
advirtiendo de la ilicitud del fraudulento intento de cobro. 


Página 4 párrafo I o 


A la hora de suscribir dicho contrata, a mi representada se le ofrece la 
posibilidad de contratar un producto comercializado bajo una clara apariencia de 
estar amparado por la Administración Pública. 


Página 5 párrafo 5 o 

Tal y como se pude comprobar, los citados formularios también tienen un 
aspecto que lleva a pensar en el carácter público de la Corte de Arbitraje, con una 
apariencia de impreso oficial, y donde se contienen expresiones como: “Plan de 
Alquiler Garantizado”, “TRIBUNAL N° 5” “Sistema Arbitral de 
Arrendamientos” “Modelo SAA 53-A”, “MODELO OFICIAL . inscrito en el 
RCCGC del Ministerio de Justicia ”. 


Página 5 párrafo 6 o 


Es decir, todos los aspectos de la “GARANTIA DE ALQUILER” 
contratada hacían pensar a mi representada que la misma contrataba una 
garantía que le protegía de impagos e incumplimientos contractuales, y ello 
en el marco de un organismo a todas luces público. 


Página 4 párrafo 2 o 

Dicho producto denominado “GARANTÍA DE ALQUILER” se 
reflejaba en el impreso que adjuntamos como dpi o mento mim. 7 , bajo el 
epígrafe “PNAG PLAN DE ALQUILER GARANTIZADO”, en el 
“MODELO OFICIAL de la Corte de Arbitraje Económico de Derecho y 
Equidad, inscrito en el RCCGC del Ministerio de Justicia”. Este documento 
era comercializado como una garantía para el propietario de cara al cumplimiento 
por parte del inquilino de sus obligaciones contractuales, sometiendo futuras 
controversias a un procedimiento arbitral -que se vendía como más rápido y eficaz 
que los procedimientos judiciales-, sin coste alguno para el propietario, incluyendo 
sin coste alguno las ejecuciones de la citada resolución para el caso de 
incumplimiento del laudo por parte del arrendatario. 




Aun a pesar de su insistencia en la querella planteando narraciones de hechos 
que por inveraces son ficticios, y aun a pesar de que consiguen engañar al Tribunal 
junto a la prueba manipulada, la realidad definitivamente se impone, y los hechos 
verdaderos corresponden con lo que ciertamente existe, o no existe, y no con las 
narraciones fantasiosas que las mismas pruebas aportadas en esta denuncia 
demuestran que tienen tan poco de ciertas como de auténticas, por ello aunque no les 
guste tienen que demostrar en sus declaraciones que esta afirmaciones no son falsas, 
a ver como lo hacen, como sostienen o se retractan ante las evidencias. 

- I o N[ soi1 asociaciones pantalla: Tales afirmaciones falsas de Ghezzi, refiriéndose a 
las asociaciones que cita en la querella como pantalla, por ser simplemente 
acusaciones vacías sin contenido real carecen de contenido alguno y muestran la 
verdadera intencionalidad torticera y mendaz del abogado para confundir, puesto 
que lejos de ser asociaciones pantalla, el hecho cierto es que tienen actividad real, 
que han desarrollado con normalidad su actividad en un domicilio físico como centro 
de trabajo, que están debidamente inscritas en el Registro que les corresponde, 
cuentan con empleados contratados y que lógicamente figuran de alta en Seguridad 
Social, está dada de alta en los epígrafes correspondientes de la Hacienda Pública, 
y tiene una junta directiva, inscrita en el correspondiente Registro del Ministerio del 
Interior, compuesta por personas físicas que son las responsables, de tal manera 
que, gracias a todo esto él mismo como abogado, ha tenido la posibilidad de solicitar 
esa información y comprobar por si mismo que no tenían nada de pantalla, aunque 
insista en faltar a la verdad tan persistentemente. 

Estas afirmaciones del abogado Ghezzi, y suscritas por su cliente Ponce Benet, 
el resto de adheridos y sus abogados a la hora de calificar a cualquier entidad de 
pantalla, contrastan llamativamente con su “Plataforma de afectados de avantis “ por 
definición alegal, puesto que no está siquiera constituida, ni inscrita en ningún Registro, 
y que desde todo punto en este caso, se puede calificar de “pantalla” ya que está 
dedicada a canalizar el desarrollo de la actividad fraudulenta que aquí se ha denunciado, 
lógicamente no consta en ningún registro administrativo, hace uso de la ficción de su 
existencia cara a terceros, pero carece de domicilio físico, y tampoco consta de alta en 
la Agencia Tributaria, ni en el sistema de Seguridad Social, no tiene junta directiva, ni 
por tanto constan personas responsables al frente de ella, y sólo tiene un dominio en 
internet donde alojan una página web, con la que captan clientes, dominio que está a 
nombre de Luis Vilar, el que es, eso sí, su Director Comercial según sus propias 
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manifestaciones y que consta en la prueba aportada con el número 6 del bloque 
documental. 

Mas aún, y a mayor abundamiento, la abogada y denunciada Amparo Pía 
Carretero es plenamente consciente de que las asociaciones que acusa no son pantalla 
como ellos dicen, puesto que en esos años precisamente desempeñaba el puesto de 
Directora General de la Sociedad Pública de Alquiler que más tarde en 2012 se disolvió. 
Era notorio que conocía a la Corte de Arbitraje, ya que los medios publicaban 
frecuentemente sus resultados con el número de alquileres en los que intervenía, y las 
cifras de estos eran muy superiores a la Sociedad, que en este caso si era Pública, 
donde desempeñaba sus labores Amparo Pía, en una proporción de 1 alquiler a 25 y 
sin que supusiera coste alguno para el Estado frente a los 37 millones de pérdidas por 
su situación de quiebra técnica en la citada sociedad pública a los que añadir los 20 
iniciales en su constitución en un total de 57 millones de euros para alquilar solamente 
4.500 inmuebles, situación que fue calificada de “negocio ruinoso" por la Ministra del 
momento cuando comunicaba su cierre. 

En cambio y a diferencia los resultados de la Corte de Arbitraje por cuanto era el 
principal intermediario en el alquiler de viviendas por fomentar la seguridad jurídica de 
los contratos intermedio en más de medio millón de contratos, constituyéndose así en 
el registro más grande, de tal manera que a efectos estadísticos los datos eran los más 
significativos del mercado del alquiler, y por ello se proporcionaron a su requerimiento 
al Banco de España que utilizó y citó en su informe expresamente para realizar las 
previsiones de crecimiento de España (en el apartado de viviendas de alquiler) que 
presentó esta Institución ante la OCDE, en lugar de los datos de la Sociedad Pública de 
Alquiler comandada por Amparo Pía Carretero, lo que ilustra indudablemente sobre el 
conocimiento que tenía la ahora abogada denunciada, respecto a la Corte de Arbitraje 
y de las manifestaciones falsas como asociación pantalla de las que hace uso en las 
adhesiones posteriores. 


2° N[ [a Corte de Arbitraje aparenta ser pública Más allá de que sea su valoración 
subjetiva, no hay ningún hecho objetivo que pueda si quiera, dar algo de valor a esa 
opinión del abogado Ghezzi, y más bien al contrario la realidad, y la existencia de 
las pruebas, los documentos y los hechos, acreditan que, en ningún momento, ni en 
ningún documento, la institución arbitral se haya presentado como institución 
pública. 
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La Corte de Arbitraje es una institución arbitral inscrita en el Ministerio del Interior, 
es una asociación de carácter privado en cuyos estatutos tiene previsto el desarrollo de 
funciones arbitrales conforme a la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje. 
Desarrolla su actividad administrando, y llevando a cabo Arbitraje Institucional, de 
acuerdo a la normativa vigente, y en desarrollo del artículo 14 de la citada Ley: 

“Artículo 14. Arbitraje institucional. 

1. Las partes podrán encomendar la administración del arbitraje y la designación de 
árbitros a: 

a) Corporaciones de Derecho público y Entidades públicas que puedan desempeñar 
funciones arbitrales, según sus normas reguladoras. 

b) Asociaciones y entidades sin ánimo de lucro en cuyos estatutos se prevean 
funciones arbitrales. 

2. Las instituciones arbitrales ejercerán sus funciones conforme a sus propios 
reglamentos. 

3. Las instituciones arbitrales velarán por el cumplimiento de las condiciones de 
capacidad de los árbitros y por la transparencia en su designación, así como su 
independencia. ” 

El contrato de arbitraje, o convenio arbitral, se denomina Garantía de Alquiler y 
es el impreso oficial de la Corte de Arbitraje, cualquier otro convenio arbitral que fuera 
modificado, copiado o plagiado total o parcialmente, no sería admitido a trámite por la 
institución arbitral al iniciar un procedimiento arbitral y por lo tanto sería rechazado y el 
servicio de arbitraje no se prestaría, el impreso arbitral garantiza que no ha sido 
modificado ni cambiado ninguno de los elementos que pueden alterar el procedimiento 
arbitral, y que permiten a la Institución ejercer sus funciones conforme al citado artículo 
14 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje. 

Esta institución arbitral consta de Tribunales, que son órganos administrativos 
de la propia institución especializados en tipologías de arbitrajes generalmente 
sectoriales, como arrendamientos, o propiedad horizontal. Los convenios arbitrales en 
formato impreso están inscritos en el Registro Central de Condiciones Generales de 
Contratación del Ministerio de Justicia (R.C.G.C.), por cuanto es un contrato de 
adhesión, y el contenido de sus cláusulas no son negociables individualmente. 
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3° N[ hay, relación causal entre la deuda v que según ellos les parezca pública: No 
puede haber relación causal de ningún tipo entre la existencia de la deuda, y que les 
pueda parecer o no pública según su criterio. No por parecerles pública, el contrato 
firmado cambia, ni cambia que sea un servicio diferenciado del arbitral, ni en relación 
con ello los gastos de la ejecución están sufragados. Y a mayor abundamiento, 
aunque por obvio, que la deuda que tienen Ponce y los adheridos por los servicios 
de abogado, ni si quiera se deriva del contrato de arbitraje firmado sino de servicios 
prestados al margen de éste, y por lo tanto sin relación posible con él. 


4° N[ [a garantía de alquiler ha garantizado jamás e/ cobro de las rentas: Otra 
narración falsa más, que se puede comprobar fácilmente en la propia redacción del 
impreso garantía de alquiler, que es en sí mismo el contrato de arbitraje, o convenio 
arbitral. El impreso denominado garantía de alquiler, garantiza que cualquier 
problema en la relación arrendaticia se puedan enjuiciar por arbitraje, y por el tipo 
de convenio arbitral que incorpora, garantiza por escrito, que se pueda acudir a esta 
jurisdicción e iniciar el arbitraje sin abonar gastos administrativos previos, ni 
posteriores del procedimiento arbitral porque las costas, está estipulado en el 
convenio, que sean por parte del condenado, y que se va a enjuiciar en un plazo 
abreviado de aproximadamente tres meses. 


5° N[ Ponce nj ninguno de los adheridos tienen los gastos de ejecución incluidos: 

A lo largo de esta denuncia han quedado acreditados los hechos reales por todos 
los delitos que se denuncian y que acreditan que Ponce y los adheridos son 
deudores y no víctimas de ningún engaño. De esta manera los hechos reales son 
que, sabiendo que el engaño inexistente es falsamente inventado, y que lo han 
simulado ellos manipulando el contrato, queda acreditado que de lo estipulado en el 
contrato y sus cláusulas ni la Sra. Ponce ni los adheridos tienen los gastos de 
ejecución sufragados, salvo en determinadas circunstancias que no se dan en 
ninguno de los casos. 
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Resulta obvio que los aquí denunciados aprovechan esa circunstancia para 
ocultar, y aumentar la confusión encaminada a justificar con sus narraciones un engaño 
irreal e inconexo con la posibilidad de estafa alguna, como se puede contrastar de las 
insistentes narraciones falsarias introducidas en la querella: 


Página 4 párrafo 2 o 


Equidad, inscrito en el RCCGC del Ministerio de 0«isticia”. Este documento 
era comercializado como una garantía para el propietario de cara al cumplimiento 
por parte del inquilino de sus obligaciones contractuales, sometiendo futuras 
controversias a un procedimiento arbitral -que se vendía como más rápido y eficaz 
que los procedimientos judiciales-, sin coste alguno para el propietario, incluyendo 
sin coste alguno las ejecuciones de la citada resolución para el caso de 
incumplimiento del laudo por parte del arrendatario. 


Página 4 párrafo 5 o 


Por otro lado, en el reverso de dicha “Garantía” se estipulaban las 
condiciones a través de las que se desarrollaría el procedimiento arbitral en 
caso de incumplimiento de las obligaciones, así como los derechos de las 
partes, de los que destacamos por su trascendencia en el presente 
procedimiento los siguientes apartados: 

“*) ^as P ar tes están eximidas de abonar gastos, así coi nú provisión de 
fondos alguna para tramitar la reclamación y enjau lar el raso cualquier 
pretensión. 

(-) 

V) S¡ _la parte condenada no cumpliera d la tido volun tariamente se 
p rocederá a la ejecución forzosa de la misma . para /*•> que e s preceptiva la 
i ntervención de abog ado y procurador. En este s entido, te Orza . úsmo Arbitral 


Página 5 párrafo I o 


proporciona y asume los costes de estos profesión , des de manera que no temía 

que desembolsar innecesariamente importe adic ional 
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Página 5 párrafo 2 o 


Consecuentemente, a través de la constiiuciói. de dicha “Garantía” se 
aseguró a mi representada que quedaba garantizado e l cumplimiento de las 
obligaciones asumidas por la arrendataria medíanle la suscripción del contrato de 
alquiler, mediante la subsunción de las posibles c ontroversias a través del cauce 
arbitral de la citada Corte, así como la inclusión de los gastos correspondientes a 
Abogados y Procuradores que interviniesen en las dih rentes instancias hasta la 
consecución del cumplimiento de las obligaciones * oiitractuales, incluyendo 
expresamente la ejecución del laudo arbitral. 


Página 6 párrafo 2 o 


Siguiendo las citadas instrucciones, mi mandante en la confianza de que 
este era el procedimiento a seguir, amén de que según tenía estipulado en su 
“GARANTÍA” no tendría que asumir coste alguno, procede a otorgar el Poder Para 
Pleitos que se adjunta como documento n° 1 > a l.«vor de entre otros- el 
Procurador D. Alfonso María Rodríguez García, y lo remite a la dirección 
facilitada de “ABOGALIA” , 


Página 7 párrafo 3 o 


1.- Tal y como queda acreditado mediante los certificados aportados 
como docs. 1 y 2, detrás de este “nuevo” despacho de abogados (Avantis), 
están exactamente las mismas personas responsables tanto de la Corte de 
Arbitraje como de ABOGALIA: D. Mario Navarro Rubio Rodríguez, Dña. 
María Pilar Rodríguez Moreno y Dña. Mónica Cobián Mosquera. Siendo este 
cambio de denominación, una mera estratagema para hacer creer que nos 
encontramos con una entidad ajena al anterior despacho (cuyos costes 
estaban incluidos en la garantía de alquiler), y así poder cobrar 345.-€. 


Página 8 párrafo 8 o 

b) ABOGALIA era el despacho de abogados vinculado a la garantía de 
alquiler y cuya intervención no suponía coste alguno, a pesar de lo cual 
ahora se pretende facturar una importante cantidad de dinero por dichos 


Página 9 párrafo I o 


servicios, y nada menos que por un tercero que “teóricamente” nada 
tiene que ver con los mismos (AVANTl S). 

6° Ni existen otros procedimientos penales abiertos por idénticos hechos: Otra 

falsedad más para alarmar aumentando la percepción del Tribunal sobre el supuesto 
hecho delictivo. Es un hecho la inexistencia de tales procedimientos penales abiertos 
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por idénticos hechos, se utiliza así por el abogado falsamente, para agravar la 
percepción del Tribunal, llegando incluso Ghezzi a manifestar claramente y sin 
reservas al Tribunal, que no le cabe ninguna duda de que hay otros iniciados. 

Esta nueva falsedad, se puede contrastar obteniendo del Decanato estos datos 
y, a la vez que se verifica la inexistencia de estos supuestos procedimientos penales en 
esa fecha, se podrá verificar también que los que ha habido son posteriores, resultado 
de las adhesiones que promueve la propia organización, fundamentalmente en las 
personas de Ghezzi y Amparo Pía Carretero, y algunos de los abogados cooperadores 
aquí denunciados. 

Una gran cantidad de “afectados o estafados” que no existen, no en una realidad 
ya existente que relata el abogado, sino en un avance de lo que sabe que gracias a la 
organización está por venir, confundiendo al Tribunal con un hecho que no ha ocurrido, 
pero que gracias a ellos va a ocurrir porque son conscientes de la actividad fraudulenta 
que desarrollan, como así se comprueba con posterioridad. 

El abogado logra confundir la percepción de la realidad, sobre todo en esta 
querella, a la que, por ser la primera, eso sí, se adhieren con posterioridad todos los 
demás deudores hasta la cantidad significativa de 210 desde la plataforma alegal que 
gestiona la organización en internet. 

Página 2 párrafo 6 o 

Primero.- En primer lugar, debemos señalar que a rai de las investigaciones 
iniciadas por el Letrado que suscribe consecuencia de 1 1 asunción del presente 
asunto, y como se acreditará más adelante, se ha puesto d< manifiesto la existencia 
de un delito de estafa que puede afectar a gran número personas, no cabiendo 
duda alguna de que por parte de otros afectados s< puedan haber iniciado 
procedimientos penales por hechos idénticos a los que >n objeto de la presente 
querella. 


Página 7 párrafo 6 o 

4.- Que existe gran cantidad de gente afectada por el mismo engaño, y 
que también satisfizo -cuando menos- estos 345. €, confiando en esa “garantía 
del 100%” de recuperar la deuda, y en el convencimiento de que Avantis era 
un despacho ajeno a Abogaba y la Corte de Arbitraje 


Página 8 párrafo 4 o 


Así, los imputados no conformándose con los 345.-€ estafados a mi 
representada, y sin duda a un sinfín de afectados, algo más de un año después, 
proceden a remitir sorpresivamente a mi mandante en fecha 19 de agosto de 
2015 el correo electrónico que aportamos como docu mento n úm. 16, al que 
adjuntan: 
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Página 12 párrafos 8 o y 9 o 


Séptimo.- Que a través de diversos foros de internet, esta parte ha tenido 
conocimiento de que existen un sinfín de afectados por parte de ios querellados, 
por hechos idénticos a los que nos ocupan. 

Adjunto como documento núm. 24 a 2 6 exiiacto de distintos foros 
existentes en internet, invitando al Juzgador a efectuar una búsqueda a través de 
dicha herramienta que le pondrá de manifiesto la envergadura de la estafa 
cometida. 


7° N[ e/ cobro de la niinuta es una estafa en arado de tentativa 


Como también resulta obvio, que si no existe engaño alguno, ni por tanto estafa, 
pretender el cobro de la minuta no puede ser una estafa en grado de tentativa por mucha 
insistencia e intensidad que le dediquen. 

Página 13 párrafo 2° 


Por otro lado, en grado de tentativa quedan los 2.354,*>0.-€ cuyo cobro 
se pretende a través de AVANTIS, más los 745,51.-€ solicitados por D. Alfonso 
María Rodríguez García. 

- 8° N[ e[ despacho corresponde con la imagen que transmiten en las narraciones: 

En esta ocasión pretende distorsionar la imagen y la reputación del despacho 
que le reclama la deuda a Ponce con argumentos que no justifican en manera alguna la 
inexistencia de la deuda. En otra maniobra falsaria más, en la que no hay ningún engaño 
a Ponce, ni tampoco guarda relación causal de ningún tipo con estafa alguna, ni con 
que esté exenta de pagar la deuda. 


49 





Así también, las siguientes narraciones torticeras: 


Página 6 párrafo 2 ° 


Siguiendo las citadas instrucciones, mi mandante en la confianza de que 
este era el procedimiento a seguir, amén de que según tenía estipulado en su 
“GARANTÍA” no tendría que asumir coste alguno, procede a otorgar el Poder Para 
Pleitos que se adjunta como documento n" 1 > a lavor de entre otros- el 
Procurador D. Alfonso María Rodríguez García, y lo remite a la dirección 
facilitada de “ABOGALIA”. i 


Lejos de cualquier confianza, Ponce debe pagar las provisiones de fondos 
porque es su obligación, y porque quiere que el despacho continúe atendiéndola como 
cliente, en caso contrario el despacho ante el impago, o que Ponce manifieste la 
voluntad de no querer seguir siendo cliente, procedería a renunciar procesalmente a su 
defensa, pasándole al cobro la minuta correspondiente descontando las provisiones que 
se hubieren abonado. 


Cualquier variación en los importes, o aplicación, o descuento de subvenciones 
que sufraguen, en todo o en parte, los gastos de ejecución, son en cualquier caso 
cuestiones que se tienen que dirimir dentro del orden civil, tanto en la querella como en 
todos los casos de las adhesiones, que en ningún caso suponen una cuestión penal, 
por la inexistencia de elementos de delito alguno, y por la completa ausencia de dolo. 
Razón por la que además en todas las minutas, y en todos los casos, se especifica 
siempre S.E.U.O (salvo error u omisión) y de producirse un error de cualquier tipo, en 
cuanto se ha verificado se ha procedido inmediatamente a su rectificación, si procedía. 


-TRIGÉSIMO OCTAVO, USO DE LA FALSEDAD DOCUMENTAL POR LA 
Organización criminal y sus miembros: Además de darle uso dentro del contexto de 
la falsedad documental en la querella ante el Juzgado de Instrucción n° 35 de Madrid, y 
en las prejudicialidades penales para interrumpir los procesos civiles de juras de 
cuentas, la organización criminal también le da uso dentro el contexto publicitario para 
darle contenido a los blogs, grupo de Facebook, web, y artículos de prensa digital con 
el objeto obtener relevancia, visibilidad, y captar más morosos a los que prestar servicio 
oneroso, en lo que es en definitiva el fundamento de su negocio ilícito. 
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Toda esta fabricación de la prueba y las acusaciones falsas, calumniosas e 
injuriosas difamando a los denunciantes, proporciona a la organización y a los morosos 
la capacidad para coaccionar - con la intensidad que se puede observar con las más de 
seiscientas páginas de actas notariales- a los denunciantes, impidiendo el cobro y la 
reclamación licita ante los juzgados civiles, con intensas reacciones virulentas y 
agresivas, efectuadas públicamente insultando y amenazando en los Blogs, artículos, 
web y grupo de facebook cada vez que se les reclama la deuda bien por requerimiento 
escrito, o bien judicialmente compeliendo entre insultos y difamaciones a que no se les 
pague, y a que los aquí denunciantes desistan de intentar cobrar. Siendo así como se 
puede comprobar en dichas actas notariales que cada vez que se intenta cobrar lleva 
implícita esa reacción pública, mancillando intensamente el honor y la propia imagen de 
los denunciantes y de las organizaciones para las que han trabajado. 


-TRIGÉSIMO NOVENO, CONSUMACIÓN DOLOSA DEL DELITO DE FALSEDAD 
documental: La falsedad documental denunciada se consuma desde el mismo 
momento de su admisión a trámite, tanto en la querella como en las adhesiones, por 
cuanto surte efecto y de esta manera los denunciados logran el resultado pretendido. 
Con las admisiones a trámite se consuma la falsedad documental dentro del tráfico 
jurídico, logrando confundir lo bastante al tribunal como para llevarle a error con la 
manipulación necesaria e idónea, que construye en la falsedad documental un ilícito 
penal falso, simulando el delito de estafa objeto de la querella. 
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OCTAVA.- De los hechos denunciados relativos al delito de simulación de delito: 


Se denuncia a Ponce Benet, y a todos los adheridos a la querella del Juzgado 
de Instrucción n° 35 de Madrid, sus abogados y procuradores, por la comisión del delito 
de simulación de delito tipificado en los artículos 456 y 457 del Código Penal: 


Artículo 456 

1. Los que, con conocimiento de su falsedad o temerario desprecio hacia la verdad, 
imputaren a alguna persona hechos que, de ser ciertos, constituirían infracción penal, si 
esta imputación se hiciera ante funcionario judicial o administrativo que tenga el deber 
de proceder a su averiguación, serán sancionados: 

1.°Con la pena de prisión de seis meses a dos años y multa de doce a 
veinticuatro meses, si se imputara un delito grave. 

2° Con la pena de multa de doce a veinticuatro meses, si se imputara un delito 
menos grave. 

3° Con la pena de multa de tres a seis meses, si se imputara un delito leve. 

2. No podrá procederse contra el denunciante o acusador sino tras sentencia firme o 
Auto también firme, de sobreseimiento o archivo del Juez o Tribunal que haya conocido 
de la Infracción imputada. Estos mandarán proceder de oficio contra el denunciante o 
acusador siempre que de la causa principal resulten indicios bastantes de la falsedad 
de la imputación, sin perjuicio de que el hecho pueda también perseguirse previa 
denuncia del ofendido. 


Artículo 457 

El que, ante alguno de los funcionarios señalados en el artículo anterior, simulare ser 
responsable o víctima de una infracción penal o denunciare una inexistente, provocando 
actuaciones procesales, será castigado con la multa de seis a doce meses. 
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El delito que se denuncia se comete en concurso con la falsedad documental 
anteriormente denunciada por el que Ponce Benet y los adheridos a la querella, 
simulando ser víctimas de una estafa, hacen uso de la prueba manipulada que 
acompaña su relato falsario, e interponen una querella y 210 adhesiones, que 
elaboradas por los abogados, e introducidas en el tráfico jurídico por los procuradores, 
provocan el error con la actuación procesal de la admisión a trámite en el Juzgado de 
Instrucción n° 35 de Madrid. 


En este sentido y en relación a este delito el Tribunal Supremo se pronuncia en 
múltiples sentencias sobre los elementos que configuran la simulación del delito (SSTS 
252/2008,22 de mayo ; 1221/2005,19 de octubre y 1550/2004,23 de diciembre, STS 
954/2016): “ tos elementos que configuran este delito son : a) la acción de simular ser 
responsable o víctima de una Infracción penal o denunciar una infracción de este tipo 
inexistente en realidad, siendo el destinatario de la acción un funcionario judicial o 
administrativo que ante la noticia del delito tenga profesionalmente la obligación de 
proceder a su averiguación; b) que esa actuación falsaria motive o provoque alguna 
actuación procesal, teniendo en cuenta que, en todo caso, la simulación de delito se 
produce cuando se lleven a cabo determinados actos que se sabe, y a ello están 
destinados, van a provocar la intervención policial y posteriormente la judicial, 
iniciándose las correspondientes diligencias procesales; c) el tipo subjetivo, que se 
integra con el conocimiento de la falsedad de aquello que se dice y la voluntad específica 
de presentar como verdaderos hechos que no lo son, lo que excluye la comisión 
culposa”. 

Para un mejor esclarecimiento de los hechos y de la comisión del delito tipificado 
que se denuncia, se acreditan a continuación los elementos del delito y su relación 
siguiendo los criterios del Tribunal Supremo respecto al tipo delictivo de simulación de 
delito que aquí se denuncia, y, a la descripción de los hechos y las pruebas que los 
sustentan: 

a) denunciar un delito inexistente: La acción de los denunciados mediante la 
presentación de una querella denunciando una infracción penal inexistente en realidad, 
en este caso un delito de estafa simulado con la falsedad documental denunciada 
previamente, siendo el destinatario de la acción un funcionario judicial que ante la noticia 
del delito ha tenido profesionalmente la obligación de proceder a su averiguación. Las 
acciones de los adheridos a esta misma querella haciendo uso de la misma falsedad 
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documental simulando ser víctimas del mismo delito, provoca la admisión a trámite de 
su adhesión en el Juzgado de Instrucción 35 de Madrid. 

b) Que la actuación falsaria provoque alguna actuación procesal: La 
actuación falsaria consistente en la presentación de la querella simulando el delito de 
estafa haciendo uso de la falsedad documental, ha motivado y provocado la actuación 
procesal de la admisión a trámite de la querella en el Juzgado de Instrucción n° 35 de 
Madrid, siendo ésta la pretensión de los querellantes aquí denunciados, logrando que 
se inicien las correspondientes diligencias procesales. De la misma manera, los 
adheridos a la querella logran la admisión a trámite de su adhesión, haciendo uso de la 
falsedad documental y simulando el mismo delito de estafa, por ser además requisito 
necesario para la admisión de la adhesión que trate sobre el mismo objeto de la querella. 

Que las actuaciones de los denunciados al simular el delito falso, ha provocado la 
actuación procesal por parte del Juez titular del Juzgado de Instrucción 35 de Madrid, el 
Auto de incoación de las Diligencias Previas n° 4806/2015. Y en la admisión a trámite de 
210 adhesiones por el mismo delito. 


c) conducta dolosa de los autores: El tipo subjetivo, se integra con el 
conocimiento de la falsedad de aquello por lo que los aquí denunciados se querellan y 
se adhieren, y la voluntad específica de presentar como verdaderos hechos que no lo 
son, tal y como ha quedado acreditado en el delito de falsedad documental que se ha 
denunciado previamente en concurso con éste mismo que han llevado a cabo con el 
ánimo de defraudar el importe adeudado de las minutas. 

M a de los Ángeles Ponce Benet es plenamente conocedora de que no es victima 
de ningún engaño ni del delito de estafa ya que los documentos y hechos acreditados 
prueban voluntad de la conducta por la que libremente ella misma ha desestimado optar 
por que los gastos de abogado y procurador le sean sufragados por la institución Arbitral, 
ya que nunca lo solicita, manifestando esta voluntad desde el primer momento, y 
también con posterioridad, incluso cuando abona provisiones de fondos durante la 
ejecución, hasta que se le requiere para el pago de la minuta final, que es cuando 
cambia de parecer, y haciendo caso omiso de lo estipulado en la cláusula del contrato, 
pretende desde ese momento que la institución arbitral sufrague estos gastos, ocultando 
ella y su abogado convenientemente en la querella que nunca lo había solicitado 
siquiera. 
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De la misma manera los adheridos también conocen que no son víctimas de 
ningún engaño, ni de ningún delito, son también conocedores del contrato de arbitraje 
que firman y de las condiciones estipuladas en éste, aunque para ello se adhieran a la 
querella simulando el mismo delito, por la misma prueba, y por los mismos hechos que 
Ponce Benet. 


La relación causal en el concurso de este delito con el de falsedad documental, 
se produce en cuanto que, para poder lograr la simulación de delito los autores 
denunciados necesariamente tienen que cometer la falsedad documental que se 
elabora previamente y se introduce en el tráfico jurídico simultáneamente a la simulación 
del delito, tanto en la querella como en cada una de las adhesiones. 


La consumación del delito que se denuncia, se ha materializado definitivamente 
en el momento en el que se produce el acto de disposición por el funcionario del Juzgado 
de Instrucción n° 35 de Madrid, en el que dicta el Auto de incoación de las Diligencias 
Previas en la querella, y de admisión en cada una de la adhesiones, surtiendo así el efecto 
buscado por cada uno de los autores querellantes, o adheridos, sus abogados y 
procuradores. 
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NOVENA.- De los hechos denunciados relativos al delito de estafa procesal : 


Se denuncia por el delito de estafa procesal, a los mismos autores que los dos 
delitos anteriores de falsedad documental, y simulación de delito, que se han cometido 
en concurso con este para lograr el fraude de la estafa que llevan a cabo la organización 
y sus colaboradores. 

El engaño previo de la organización en esta estafa procesal consiste en 
manipular previamente la prueba esencial, en este caso el texto del contrato de arbitraje 
que se firma por los clientes para simular un engaño y en consecuencia un delito de 
estafa que es el objeto por el que presentan la querella contra los aquí denunciantes. El 
engaño es bastante y lo suficientemente idóneo para engañar a un tercero que tiene 
capacidad para actuar en contra de los aquí denunciantes, en este caso engañan al 
Juzgado de Instrucción que conoce de esta querella, y es lo suficientemente idóneo 
como para lograrlo haciendo que la prueba parezca real y en consecuencia se abran 
diligencias por un supuesto delito de estafa. 

Que tal y como establece el Artículo 250.1. 7° del Código Penal en relación al Delito 
de Estafa Procesal: “1. El delito de estafa seta castigado con las penas de prisión de uno 
a seis años y rnulta de seis a doce rneses, cuando : (...) 7. ° Se cometa estafa procesal . 
Incurren en la misma los que, en un procedimiento judicial de cualquier clase, manipularen 
las pruebas en que pretendieran fundar sus alegaciones o emplearen otro fraude procesal 
análogo, provocando error en el juez o tribunal y llevándole a dictar una resolución que 
perjudique los Intereses económicos de la otra parte o de un tercero”. 

Que la presente denuncia por el delito de estafa procesal se fundamenta en los 
hechos ya acreditados en esta denuncia por los anteriores delitos, y en los que a 
continuación se acreditan: 


Que tal y como ha quedado acreditado los aquí denunciados, mediante la comisión 
del delito de falsedad documental, cometen el delito de simulación del inexistente delito de 
estafa, denunciados contra esta parte, induciendo a error al Juzgado de Instrucción n° 35 
de Madrid y provocando la realización de actuaciones procesales sobre un presupuesto 
falso. (Delitos tipificados en los artículos 456,457, 395 y 396 del Código Penal). 
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Que los denunciados con el fin de cometer el delito de estafa procesal, y con ánimo 
malicioso, se valieron de los mencionados artificios ilícitos como maquinación previa para 
engañar al Juez titular del Juzgado de Instrucción n° 35 de Madrid provocando un error en 
el mismo y llevándole a tramitar las Diligencias Previas para perjudicar los intereses 
económicos de esta parte, consistentes en el cobro de los honorarios debidos e 
impagados por los servicios profesionales prestados a los querellantes y aquí 
denunciados, en el asesoramiento y defensa técnica letrada realizada en 
procedimientos de ejecución forzosa de laudo arbitral en materia de arrendamientos 
urbanos. Trabajos que constan en los autos de los Juzgados de Primera Instancia 
correspondientes, y que ya se han acreditado en loa antecedentes de hecho. 


Que por tanto, en la conducta de los denunciados valiéndose de los 
mencionados artificios con ánimo malicioso, existe una relación de causalidad directa 
entre el engaño idóneo de los denunciados que provoca el error del Juez y el acto de 
disposición (la apertura de Diligencias Previas), que da lugar a la consumación de la 
estafa procesal y al perjuicio de los aquí denunciantes, incluido el económico. De esta 
manera el engaño maquinado por los denunciados es la causa del error producido en el 
Juez que da lugar al acto de disposición con la admisión a trámite, y la apertura de las 
Diligencias Previas, causando así perjuicios graves a esta parte. 


Que, el Tribunal Supremo determina en relación al engaño dentro del delito de 
estafa que: “la jurisprudencia ha resaltado dos aspectos respecto al engaño. En primer 
lugar, ha de ser idóneo, lo que exige tomar en consideración, por una parte su objetiva 
potencialidad para hacer que el sujeto pasivo del mismo incurra en un error; y de otro lado, 
las circunstancias de la víctima, es decir, su capacidad concreta según el caso para 
resistirse al artificio organizado por el autor, En segundo lugar, es preciso que exista un 
relación de causalidad entre el engaño que provoca el error y el acto de disposición que 
da lugar al perjuicio, de donde se obtiene que aquél ha de ser precedente o, al menos, 
concurrente, al momento en que tal acto tiene lugar. Por lo tanto, el engaño debe de serla 
causa del error; el error debe dar lugar al acto de disposición y éste ha de ser la causa del 
perjuicio patrimonial”. 
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Es así como la falsedad documental de la prueba en la querella que simula el delito, 
supone el engaño al titular del Juzgado que es la causa del error que da lugar al acto de 
disposición con la admisión a trámite, y esta admisión a trámite es la causante del perjuicio 
patrimonial a los aquí denunciantes para defraudar el pago del importe de la minutas 
adeudadas. 


El perjuicio ocasionado por la utilización fraudulenta de la admisión a trámite se 
extiende hasta tal punto, que es utilizada hasta en 31 ocasiones en la prejudicialidades 
penales para impedir el cobro de la deuda, es también utilizada en 210 ocasiones por la 
organización en su negocio, para captar y permitir así la adhesión de otros tantos 
deudores/colaboradores en la estafa en la que simulan el mismo delito con la misma 
prueba falsa objeto de la querella, y es también finalmente utilizada para hacer publicidad 
de la organización en artículos de prensa digital, blogs, grupo de facebook y página web 
de la plataforma alegal, con esas mismas falsedades y otras que van añadiendo, 
insultando, amenazando, calumniando e injuriando intensamente cada vez que se les 
requiere para el pago de la deuda, coaccionando con su acciones para impedir el normal 
curso de la reclamación judicial y coaccionando con sus acciones para impedir que los 
aquí denunciantes continúen con la reclamación extraprocesal de la deuda, compeliendo 
además, y profusamente como consta en las casi 600 páginas de actas notariales 
aportadas como pruebas, a que no se abonen las deudas a los aquí denunciantes. Todo 
ello lesionando públicamente y con la misma intensidad el honor y la propia imagen de los 
aquí denunciantes y de las empresas acreedoras o que les han prestado servicio en el 
pasado, sin queja alguna hasta que se les reclama el pago legítimo de la minuta, 
llevándolas a la pérdida de clientes, de ingresos, a la ruina y a la definitiva quiebra y/o 
cierre. 


Se denuncia aquí la estafa procesal como una de las modalidades específicas del 
delito de estafa, por cuanto se comete en el seno de un procedimiento judicial (artículo 
250.1.7° C.P.) proyectándose el engaño sobre el titular del órgano rector del mismo, en 
perjuicio de los aquí denunciantes. Señalando que el sujeto pasivo del engaño es el Juez 
titular del Juzgado de Instrucción n° 35 de Madrid que actúa engañado y en perjuicio de 
esta parte. 
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Que en este sentido, el Tribunal Supremo declara respecto del Delito de Estafa 
Procesal que: “la Estafa Procesal constituye una modalidad agravada de la estafa porque 
al daño o peligro que supone para el patrimonio del particular afectado se une el atentado 
contra la seguridad jurídica representada por el Juez, que se utiliza como Instrumento 
defraudatorio." 


El Alto Tribunal continúa determinando en las Sentencias de su Sala 2 a 921/2013 y 
853/2008 que: "La figura de la estafa procesal requiere para su consumación un 
perjuicio patrimonial que el autor ocasiona valiéndose de un engaño que, en este caso, 
tiene como destinatario al Juez que ha de tomar una decisión en el ejercicio de sus 
funciones jurisdiccionales. (...) También hemos declarado, STS 493/2006, de 18 de 
abril, que la llamada estafa procesal se caracteriza porque el sujeto pasivo engañado 
es en realidad el titular del órgano jurisdiccional a quien, a través de una maniobra 
procesal idónea, se le induce a seguir un procedimiento y/o dictar una resolución que 
de otro modo no hubiera sido dictada. El resultado de ello es que no coincide la persona 
del engañado, quien por el error inducido realiza el acto de disposición en sentido amplio 
(el juez), con quien en definitiva ha de sufrir el perjuicio (el particular afectado). 


Que la estafa procesal castiga la utilización de un procedimiento judicial para obtener 
un beneficio ilícito, consistente en el reconocimiento judicial de un derecho que no se tiene 
como víctima cuando es deudor en la realidad, y para cuyo reconocimiento se utiliza una 
maniobra engañosa de naturaleza procesal, en este caso la comisión la falsedad 
documental para simular el delito por el que denuncian mediante querella y sus 
adhesiones, y por la que definitivamente se daña el funcionamiento de la Administración 
de Justicia. 
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Que conforme a la STS 457/2002,14 de Marzo de 2002 han de concurrir los 

siguientes elementos en el delito de estafa procesal: 

1. Ha de existir un engaño bastante, requisito esencial que caracteriza a toda clase de 
estafa, que en estos casos ha de producirse en el seno de un procedimiento judicial; 

2. Tal engaño bastante ha de tener por finalidad producir error en el juez o tribunal que 
ha de conocer del proceso; 

3. El autor de este delito ha de tener intención (en las estafas procesales propias) de 
que el órgano judicial que conoce del procedimiento dicte una determinada 
resolución (acto de disposición) favorable a sus intereses; 

4. Tal intención ha de abarcar la producción de un perjuicio a un tercero, perjuicio que 
obviamente ha de ser ilícito en correspondencia con el ánimo de lucro, también 
ilícito, que constituye el motor de toda esta conducta delictiva. ” 


Que esta denuncia reúne todos los elementos de delito de estafa procesal , y que 
según establece la reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo son los siguientes: 

I o HA de existir un engaño bastante, requisito esencial que ha de 
reproducirse en el acto de un procedimiento judicial: Los denunciados, como ya se 
ha ido acreditando a lo largo de esta denuncia, se valieron de los mencionados artificios 
con la falsedad documental simulando delito, o haciendo uso de ello, como maquinación 
previa para producir un engaño idóneo y bastante en el Juez titular del Juzgado de 
Instrucción n° 35 de Madrid con la presentación de la querella y las posteriores adhesiones. 


2 o Dicho engaño tiene por finalidad producir error en el Juez o Tribunal que 
conoce de la causa en cuestión: Que con el engaño descrito los denunciados han 
conseguido su objetivo de provocar el error en el Juez titular del Juzgado de Instrucción 
número 35 de Madrid, de dictar la admisión a trámite para investigar el delito simulado con 
falsedad documental. 
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3 o El autor que cometa el delito, ha de tener intención de que el juzgado o 

TRIBUNAL QUE CONOZCA DEL PROCEDIMIENTO DICTE UNA RESOLUCIÓN FAVORABLE A SUS 
intereses: Que los denunciados con pleno conocimiento y voluntariedad, presentan 
querella contra esta parte, con la intrínseca intención de engañar al Juez para que dicte 
una resolución favorable a sus intereses, en este caso con el Auto de incoación y apertura 
de las Diligencias Previas n° 4806/2015, tal y como lo solicitan abiertamente, y sin 
confusión posible, tanto en la querella y en las adhesiones. 


4 o DICHA INTENCIÓN TIENE QUE CONLLEVAR LA PRODUCCIÓN DE UN PERJUICIO DE LOS 
INTERESES ECONÓMICOS DE LA OTRA PARTE O UN TERCERO, PERJUICIO QUE TIENE QUE SER 
NATURALMENTE ILÍCITO PUES ES EL MOTOR DE TODA ESTA CONDUCTA DELICTIVA: Que la 
intención de los denunciados ha sido impedir y paralizar los procedimientos legítimos de 
Jura de Cuentas para defraudar el pago de las minutas de honorarios, utilizando para 
ello las maniobras engañosas, ya probadas, en la comisión del delito de estafa procesal. 

Tienen pleno conocimiento de sus conductas y de lo ilegítimo de sus acciones, y 
dirigen con su voluntad las acciones para lograr consumarlo de la misma manera que con 
los dos delitos denunciados anteriormente coincidiendo en los mismos elementos del 
comportamiento doloso por cuanto no se puede separar esta estafa procesal del dolo en 
la falsedad documental y en la simulación de delito, o su utilización, denunciadas 
anteriormente. 


Los delitos de falsedad documental y de simulación de delito, se convierten en 
un instrumento necesario para cometer la Estafa Procesal y obtener el engaño 
perseguido, que nuestro Código Penal condena según las reglas del art. 77 del CP 
cuando entran en concurso medial. 


En este sentido el Tribunal Supremo declara que “la Estafa Procesal constituye 
una modalidad agravada de la estafa porque al daño o peligro que supone para el 
patrimonio del particular afectado se une el atentado contra la seguridad jurídica 
representada por el Juez, que se utiliza como instrumento defraudatorio." 
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En este subtipo agravado de estafa, no solo se daña el patrimonio defraudado, 
sino el propio funcionamiento de la Administración de Justicia a la que se une el atentado 
contra la seguridad jurídica representada por el Juez, al que se utiliza por los 
denunciados como instrumento al servicio de la actuación defraudatoria, que consuma 
el delito en cuanto se produce la decisión judicial de la admisión a trámite tanto de la 
querella como de las adhesiones por cuanto se refiere al fondo de la cuestión planteada 
en la querella. 


Así, lo refleja la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala 2 a ), de 11.05.2012: 

“En la estafa procesal, el engaño presenta unas especiales características. El órgano 
jurisdiccional juega un papel de espectador o persona interpuesta que, en principio, 
ignora el propósito del actor. 

Por otro lado, la parte afectada intentará demostrar, de igual manera, que lo pretendido 
no sólo es indebido, sino que se trata de una petición basada en hechos y datos falsos. 

Los ardides, inexactitudes y falsedades, incorporados a los documentos en que se 
formula la demanda o denuncia están destinados, como es lógico, a defraudar a la parte 
afectada o lo que es lo mismo, a tratar de conseguir una sentencia injusta a sabiendas 
de la falsedad de sus pretensiones. Si se dicta la resolución, el engañado realmente o 
el inducido a error, es el juez, ya que la parte perjudicada conoce la verdadera realidad 
y es consciente de la falsedad, pero no consigue desmontarla procesalmente, a pesar 
de sus alegaciones y protestas. En este supuesto se produce lo que se conoce 
doctrinalmente como estafa triangular en la que el juez ostenta la consideración de 
protagonista involuntario en virtud de la jurisdicción que ejerce.” 


La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, en Sentencia de 17 de junio de 2016 
aborda esta misma cuestión que “pacífica jurisprudencia de la Sala destaca que la 
estafa procesal que contemplamos precisa de un engaño bastante, por ser este un 
requisito esencial de cualquier clase de estafa, por más que en este subtipo deba 
producirse en el seno de un procedimiento judicial (STS 1980/2002; 656/2003, de 8 de 
mayo; 366/12, 3 de mayo o 860/13, de 26 de noviembre). Ello implica que el 
engaño deba tener la entidad o un grado de verosimilitud suficiente como para 
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producir un error razonable en el Juez, superando su profesionalidad y las garantías 
del procedimiento (STS 1441/05, de 5 de diciembre de 2005), si bien son 
necesarias dos precisiones al respecto: a) Que -como los recursos plantean- la 
cualificación profesional del Juez eleva el parámetro para valorar la Idoneidad del 
engaño, por lo que la estafa procesal en la mayoría de los casos será la consecuencia 
de un comportamiento del sujeto que se presente con la entidad suficiente como para 
contrarrestar la función de control que compete al Juez (STS 366/12, de 3 de mayo) y 
b) Que si es el Juez quien se equivoca en la interpretación del derecho, el error solo 
será imputable a su propia acción interpretativa porque, como es sabido, el art. 1.7 del 
Código Civil establece el principio iura novit curia, conforme al cual compete al Juez 
averiguar el derecho aplicable, al margen de cual haya sido el comportamiento de las 
partes y las interpretaciones torticeras del derecho que pretendan introducir en el 
procedimiento. ” 

Añade también la Sala de lo Penal que “la posterior reforma operada por Ley 
Orgánica 5/2010, modificó la descripción del subtipo, (que pasó al n° 7 del mismo 
apartado 1 del art. 250), estableciendo que la agravación se determina por cometer 
«estafa procesal» y que » incurren en la misma los que, en un procedimiento judicial 
de cualquier clase, manipulasen las pruebas en que pretendieran fundar sus 
alegaciones o emplearen otro fraude procesal análogo, provocando error en el Juez o 
Tribunal y llevándole a dictar una resolución que perjudique los intereses económicos 
de la otra parte o de un tercero. En la interpretación del nuevo precepto, esta Sala 
ha destacado que la modificación normativa es de mayor alcance del que pudiera 
Intuirse de una primera aproximación, materializándose en dos aspectos esenciales: de 
un lado, la renuncia a una de las exigencias propias de la estafa básica, cual es que 
exista un acto de disposición con efectivo desplazamiento patrimonial, posibilitándose 
con claridad que el delito pueda ser perpetrado por quien ostenta la posición de 
demandado en el proceso judicial en el que se debate el derecho, cuando evite 
torticeramente ser condenado; de otro lado, que las exigencias típicas solo quedan 
colmadas cuando se llega a provocar error en el órgano judicial y el perjuicio se deriva 
de una resolución judicial nacida del engaño, lo que no solo excluye la agravación en la 
estafa procesal Impropia, sino que conduce a la tentativa en todos aquellos supuestos 
en los que se despliegue un engaño bastante que no llegue a generar error en la 
autoridad judicial o en los que, pese a generarlo, la resolución judicial dictada no sea 
injusta (SSTS 381/2013, de 10 de abril, 5/2015, de 26 de enero; 232/2016, de 17 de 
marzo).” 
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Por todo lo manifestado, 


SUPLICO AL JUZGADO: Que por presentado este escrito con los documentos 
acompañados, lo admita y tenga por efectuadas las manifestaciones que en el mismo 
se contienen, y en mérito de todo ello acuerde el archivo definitivo y el sobreseimiento 
libre de estas diligencias, con lo demás procedente en derecho. 


Madrid a cuatro de septiembre de dos mil diecinueve. 


Fdo p do. 



LETRADA ICAM 


Dña. 


Cri 



Dña. Olga Romojaro Casado 
PROCURADORA ICPM 1223 
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